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ABREVIATURAS
Y ACRÓNIMOS
CADH		  Convención Americana sobre Derechos Humanos.

CC		  Corte de Constitucionalidad.

CDN		  Convención sobre los derechos del niño. 

CENADOJ		  Centro de Análisis y Documentación Judicial.

CIDEJ  		  Centro de Información, Desarrollo y Estadística Judicial.

CIDH		  Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Corte IDH		  Corte Interamericana de Derechos Humanos.

CP		  Código Penal.

CPP		  Código Procesal Penal.

CT		  Código de Trabajo.

CSJ 		  Corte Suprema de Justicia.

IDPP		  Instituto de la Defensa Pública Penal.

INACIF 		  Instituto Nacional de Ciencias Forenses.

LPINA  		  Ley de protección integral de la niñez y adolescencia.  

MP		  Ministerio Público.

OIT		  Organización Internacional del Trabajo.

OJ		  Organismo Judicial.

PDH		  Procuraduría de los Derechos Humanos. 

PGN		  Procuraduría General de la Nación.

TPIEY		  Tribunal Penal Internacional Ad Hoc para la ex Yugoslavia.
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I.	 INTRODUCCIÓN
El presente estudio tiene por objetivo revisar el marco legislativo de Guatemala, para promover 
reformas legales que puedan contribuir a fortalecer la protección adecuada frente a los actos de 
violencia laboral, a través de identificar los principales problemas de aplicación de la norma.   De esta 
forma, las propuestas se formulan para mejorar el acceso a la justicia de las víctimas de violencia en 
el trabajo y desarrollar recursos judiciales idóneos y efectivos frente a este tipo de prácticas, tomando 
como base el deber de adecuación normativa que tiene el Estado de Guatemala con relación a los 
Convenios internacionales en materia laboral y de derechos humanos.

Para el efecto, se parte que el problema de la violencia en el trabajo es particularmente grave en 
Guatemala, dado que afecta al 72% de las personas trabajadoras1.   Sin embargo, la violencia se 
comete en mayor porcentaje contra las mujeres, con una tasa a nivel nacional de 76% de trabajadoras 
afectadas2.   Esta violencia causa daños graves y diferenciados en el desarrollo personal de las 
personas trabajadoras, puesto que causa depresión, baja autoestima, e inclusive lleva hacia la 
renuncia o abandono del trabajo y en los peores casos, el suicidio.   En un entorno laboral como el 
guatemalteco, caracterizado por una baja tasa de formalización del empleo, así como por la débil 
participación de organizaciones sindicales, la violencia laboral está casi generalizada sin que existan 
respuestas efectivas a favor de las víctimas.

La violencia en el trabajo tiene diversas finalidades. Una de las principales es crear un entorno 
coercitivo, en donde el trabajador o trabajadora no tenga oportunidad de reclamar sus derechos 
laborales. De esa cuenta, las y los empleadores utilizan estas formas de violencia para imponer 
condiciones laborales desfavorables o abiertamente de explotación económica. Por otra parte, 
la violencia laboral está dirigida con especial intensidad en contra de trabajadoras y trabajadores 
sindicalizados, o que pretenden sindicalizarse.  De esta manera, la violencia impide la creación o 
fortalecimiento de organizaciones sindicales, lo cual a su vez incide en la desprotección de otros 
derechos como la negociación colectiva, el derecho a la huelga, y, en general, a obtener mejores 
salarios y condiciones laborales3. 

Según el Índice Global de derechos laborales del año 2024 de la Confederación Internacional de 
Sindicatos es uno de los diez países con peores condiciones de trabajo:

Guatemala ha estado plagada durante mucho tiempo por una violencia endémica contra los 
trabajadores. Participar en las actividades sindicales más básicas sigue siendo una cuestión 
de vida o muerte, y el gobierno no brindó protección a los sindicalistas ni investigó ni enjuició 
los delitos antisindicales. Los empleadores tienen libertad de realizar prácticas antisindicales, 
como despidos sumarios e injustificados.4

Además, continúa la práctica de ejecuciones extrajudiciales de directivos de sindicatos, como 
el caso de Doris Lisseth Aldana Calderón, dirigente del Sindicato de Trabajadores Bananeros de 
Izabal (SITRABI), y miembro del Comité de Mujeres del sindicato quien fue brutalmente asesinada 
el 4 de octubre de 2023, mientras viajaba a casa desde el trabajo en una plantación de banano 
en Izabal, norte de Guatemala. Doris era una de las dos representantes sindicales en su lugar de 
trabajo, BANDEGUA, una filial de la marca global Del Monte. Su compañera del sindicato había sido 

1	  Marisol Andrés, LA VIOLENCIA LABORAL EN GUATEMALA EN EL MARCO DEL CONVENIO 190 DE LA OIT Informalidad, bajo nivel de sindicalización 
y violencia diaria Guatemala, 2022, pág. 5.
2	   Ibid. 
3	  Corte IDH Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala Corte Interamericana de Derechos Humanos Sentencia de 17 de noviembre de 2021.
4	  Informe  2024 Derechos Globales de La CSI. Índice Los diez peores Países del Mundo para los Trabajadores. Disponible en https://www.ituc-csi.org/
global-rights-index?msdynttrid=Gd6iBnhSQD9rcv0PdQzJRJvYnIWpNC-DNgGQTA24s_o&lang=en
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despedida a principios de septiembre.5

Debe enfatizarse que la violencia contra la mujer en el ámbito laboral es una práctica constante que 
reproduce estereotipos de género de la cultura patriarcal. En este sentido, se puede apreciar que las 
mujeres que logran insertarse en un empleo remunerado se ven afectadas por la brecha salarial. De 
acuerdo con la ENEI 2022, el ingreso promedio de los hombres guatemaltecos fue Q 3,143, cantidad 
que para las mujeres se redujo a Q 2,335, una brecha salarial de Q 808 entre géneros6.

El Ministerio de Trabajo y Previsión Social (MTPS) reportó 214 denuncias por hechos de discriminación 
laboral en el periodo enero de 2020 a julio 2023. Del total de las personas que denunciaron, 47 lo 
hicieron en 2020. El año 2021 experimentó una reducción en el número de denunciantes, con 35. 
Sin embargo, para 2022 hubo un aumento del 114.3%, sumando 727. En un estudio del Observatorio 
Centroamericano de Violencia laboral, se observa que, al separar a las personas denunciantes por 
sexo, existe una clara afectación desproporcionada hacia las mujeres: el 66.4% (142) fueron mujeres, 
mientras que únicamente el 33.6% (72) de personas denunciantes fueron hombres.  Esto demuestra 
que el grupo más afectado y vulnerable frente a la violencia laboral son las mujeres8. Así mismo, se 
observa que es el grupo con mayor tasa de denuncia, lo cual puede significar también una mayor 
consciencia de sus derechos. 

El lugar en donde se presentan las denuncias es un indicador de que existen importantes barreras 
geográficas para las personas trabajadoras. Al analizarla denuncias por departamentos se pudo 
identificar que la delegación de Guatemala acumuló la mayor parte de denuncias por discriminación 
laboral, con un porcentaje del 80.4% (172)9. Del resto de las delegaciones de la Inspección General de 
Trabajo (en adelante IGT), solamente las ubicadas en los departamentos Izabal (13) y Sacatepéquez 
(10) superaron las 10 denuncias. Esto significa que Guatemala, que tiene un porcentaje poblacional 
del 20% a nivel nacional, tiene cuatro veces más denuncias que lo que corresponde a su peso 
demográfico; en tanto, los demás departamentos, en especial, San Marcos, Huehuetenango o Alta 
Verapaz presentan casi nulas denuncias y porcentajes insignificantes con relación a su población. La 
sobre-representación de Guatemala en el número de denuncias, implica que las regiones del interior 
del país no cuentan con posibilidades accesibles para presentar denuncias, ya sea por la inexistencia 
de oficinas o dependencias cercanas a las personas trabajadoras, o por otras circunstancias, como 
la falta de conocimiento de como presentar denuncias.  En todo caso denota una barrera geográfica 
y probablemente idiomática y cultural, para la presentación de denuncias, ya que las delegaciones 
departamentales de la IGT no cuentan con intérpretes y personas entrenadas en pertinencia cultural.  

La baja cantidad de denuncias también está vinculada con la falta de respuestas positivas a las 
denuncias presentadas. Es importante mencionar que, en general, las personas afectadas no 
encuentran un apoyo en la institucionalidad. En el informe realizado por Isabel Alonzo Martínez, 
las personas trabajadoras perciben a la Inspección General de Trabajo como una “institución para 
cumplir requisitos de trámite para acceder al sistema de justicia laboral, que además presenta mora 
en la atención de denuncias”10. Adicionalmente, se detectó en ese estudio que no tramita las faltas por 
violencia laboral, por considerar que no se encuentran expresamente tipificadas.  

Este desconocimiento de la normativa legal, también se extiende al Ministerio Público, que en 
general rechaza las denuncias por violencia en el trabajo, o por violencia antisindical, generando en 

5	  2024 Derechos Globales de la CSI. Índice los Diez Peores Países del Mundo para los Trabajadores. disponible https://www.ituc-csi.org/global-rights-
index?msdynttrid=Gd6iBnhSQD9rcv0PdQzJRJvYnIWpNC-NgGQTA24s_o&lang=en
6	  Observatorio Centroamericano de violencia laboral.  Acoso y discriminación laboral afectan a mujeres guatemaltecas. No. 3 Julio - septiembre 2023.
7	  Observatorio Centroamericano de violencia laboral.  Acoso y discriminación laboral afectan a mujeres guatemaltecas. No. 3 Julio - septiembre 2023
8	  Observatorio Centroamericano de violencia laboral.  Acoso y discriminación laboral afectan a mujeres guatemaltecas. No. 3 Julio - septiembre 2023.
9	  Observatorio Centroamericano de violencia laboral.  Acoso y discriminación laboral afectan a mujeres guatemaltecas. No. 3 Julio - septiembre 2023.
10	  Alonzo Martínez, I. INFORME DE ANÁLISIS DE LA NORMATIVA NACIONAL Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES DE PROTECCIÓN CONTRA LA 
VIOLENCIA EN EL MUNDO DEL TRABAJO (2024)
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consecuencia, impunidad. Esto ha generado una percepción generalizada que no sirve denunciar, 
porque no se obtendrá ningún resultado positivo y existe la certeza que puedan darse represalias, 
por parte del empleador o patronos: “La impunidad de los casos genera desconfianza para interponer 
denuncia por los tipos de violencia laboral11. 

En conclusión, se puede apreciar que la violencia laboral es un problema grave en Guatemala, que se 
agudiza porque existen importantes barreras económicas, geográficas y jurídicas para poder plantear 
denuncias y obtener una protección legal efectiva.   Las formas en que se manifiesta la violencia en el 
trabajo se presentan en sus manifestaciones física, psicológica, económica y simbólica. Además, las 
situaciones de violencia sexual afectan desproporcionadamente a las mujeres. 

En ese marco, el presente estudio parte de las obligaciones internacionales en materia de prevención, 
investigación, sanción y reparación de la violencia en el trabajo, lo cual impone contar con un marco 
normativo idóneo, así como prácticas institucionales que sean capaces, en la realidad, de garantizar 
los derechos de los trabajadores. Desde esta perspectiva, en la primera parte se analiza el marco 
constitucional, desde la doctrina del bloque de constitucionalidad, para fijar con claridad los deberes 
de protección estatal. 

Luego, en la segunda parte, se analizará la legislación laboral frente a la violencia laboral, incluyendo 
los aspectos que establecen su prohibición, su sanción como faltas y el procedimiento administrativo 
sancionador en materia de faltas laborales. Con ello, se harán las recomendaciones para formular las 
adecuaciones normativas necesaria.  

 En la tercera parte, se analizará la protección de la violencia laboral en el marco penal, identificando 
las lagunas punitivas y las reformas necesarias.   Finalmente, se hará el análisis de la violencia laboral 
desde una perspectiva de género, en donde se examinará la Ley contra el femicidio y la violencia 
contra la mujer, la Ley SVET, y otras normas específicas que protegen a la mujer, para así determinar 
las reformas necesarias.

El objetivo final es que presentar una visión integral de la violencia en el mundo del trabajo, con la 
intención de formular propuestas de reforma legislativas que sean compatibles con las obligaciones 
de control de convencionalidad y que cuenten con recursos judiciales idóneos y efectivos al momento 
de su aplicación.

11	  Alonzo Martínez, I. INFORME DE ANÁLISIS DE LA NORMATIVA NACIONAL Y ESTÁNDARES INTERNACIONALES DE PROTECCIÓN CONTRA LA 
VIOLENCIA EN EL MUNDO DEL TRABAJO (2024)
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II.	ANÁLISIS DE LA NORMATIVA CONSTI-
TUCIONAL Y ESTANDARES INTERNA-
CIONALES EN MATERIA DE DERECHOS 
LABORALES

A.	DERECHOS Y GARANTÍAS CONTEMPLADOS EN LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LA REPUBLICA

En el artículo 102 de la Constitución política de la república se garantiza el derecho al trabajo y se 
reconocen derechos sociales mínimos “que fundamentan la legislación del trabajo, y la actividad de 
los tribunales y autoridades”12.

Como se desprende de este artículo, el Estado tiene la obligación de respetar y garantizar los derechos 
laborales sociales, que están establecidos no solo en la norma fundamental, sino también en los 
tratados internacionales de los cuales Guatemala es signataria.

El articulo 102 reconoce varios derechos sociales mínimos a los trabajadores:
•	 condiciones satisfactorias de trabajo, que garanticen al trabajador y a su familia una existencia 

digna;
•	 el pago de un salario equitativamente remunerado, el cual no podrá ser inferior al mínimo 

establecido periódicamente
•	 derecho a jornadas de trabajo que no pueden superar un número horas diarias en jornada 

diurna, nocturna o mixta, y en todo caso, no superior a las 44 horas a la semana, y el pago de 
horas extraordinarias de trabajo, cuando se excedan de estas jornadas:

•	 un día de descanso semanal remunerado
•	 derecho a un período de vacaciones anual,  
•	 derecho a la protección por invalidez, vejez y supervivencia
•	 derecho a la libertad de sindicalización y negociación colectiva
•	 Protección especial a grupos vulnerables, como mujeres, niños y adultos mayores, 

Desafortunadamente, este artículo no contempla específicamente la protección del derecho a la salud 
de los trabajadores, así como la obligación de velar por el derecho a la vida, e integridad personal, ni 
establece normas de protección del derecho a la higiene y la seguridad de las personas trabajadores.  
Es decir, no contempla normas que protejan a la persona trabajadora frente a la violencia en el ámbito 
del trabajo.   

En todo caso, el artículo 102 de la Constitución no puede interpretarse aislado del resto de las 
normas constitucionales, por eso es importante tomar en cuenta otros derechos consagrados en la 
Constitución que vienen a complementar la protección en materia laboral. De esa cuenta, aun cuando 
en el capítulo de los derechos laborales de la Constitución no se habla específicamente de la salud, 
la higiene en el trabajo y un ambiente libre de violencia,  la violencia en el trabajo tiene una relación 
directa con otros derechos constitucionalmente protegidos, como la vida, la integridad personal, el 
12	  Artículo 102.
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derecho a la salud y el derecho a la igualdad.  Como se ha dicho, la violencia en el trabajo afecta 
gravemente la salud de las personas trabajadores, tanto en cuanto a su integridad física, psíquica y 
moral. 

Esto obliga a una interpretación armónica e integral de la Constitución, con otras normas que 
garantizan a la persona trabajadora unas condiciones laborales que preserven su vida, su salud física 
y emocional, así como otros derechos que son inherentes a la persona humana.

Estos derechos son: 

Artículo 3.- Derecho a la vida. El estado garantiza y protege la vida humana desde su 
concepción, así como la integridad y la seguridad de la persona.  

Este artículo, es plenamente aplicable en sus dos dimensiones, como protección al derecho a la vida, 
como de la integridad y seguridad personal, en el ámbito del trabajo.

Asimismo, la Constitución garantiza el derecho a la salud, en el Artículo 93:
 Derecho a la salud. El goce de la salud es derecho fundamental del ser humano, sin 
discriminación alguna.  

Sobre este punto, la Corte de Constitucionalidad ha dicho que_ 
… en el estamento constitucional adquiere especial relevancia la protección del derecho a 
la vida, considerado como el de mayor importancia en la escala de derechos fundamentales, 
ya que todos los demás giran en torno a él. El derecho a la salud no puede ser la excepción, 
puesto que este solo se justifica como mecanismo de protección a la vida. Siendo estos dos 
derechos de orden fundamental, y como tales, objeto de protección estatal. El Estado tiene 
el deber de garantizar tales derechos por todos los medios que dispone. Salvaguardar 
el goce de una adecuada calidad de vida constituye uno de sus fines primordiales. 13

El derecho a la vida, a la integridad personal y a la salud constituyen una tríada, ya que no pueden 
realizarse acciones que puedan dañar la salud física, mental o moral de la persona trabajadora. 
Por lo tanto, el deber constitucional de proteger los derechos laborales está enmarcado en prevenir 
razonablemente toda forma de violencia en el ámbito del trabajo, que pueda conllevar daños a la vida 
o la salud;  así  como el deber de reparación, cuando tales acciones u omisiones hayan ocurrido, a 
través de su sanción efectiva y la reparación integral.

Adicionalmente, el artículo 4 de la Constitución también es importante, por que establece el derecho 
a la igualdad y dispone que:

Ninguna persona puede ser sometida a servidumbre ni a otra condición que menoscabe su 
dignidad.

La prohibición de servidumbre significa que toda violencia sistemática contra el trabajador, cuando 
sean ejecutada como medio para imponer condiciones de explotación u otras formas de abuso, o 
cualquier condición que menoscabe la dignidad de la persona trabajadora es una grave violación 
constitucional y debe ser analizada a la luz del control de constitucionalidad: es considerada un crimen 
de lesa humanidad14.

13	  Doctrina Legal que la Corte ha sostenido, entre otras, en dos sentencias de cuatro de mayo y una de ocho de junio, todas de dos mil veintitrés, 
proferidas en los expedientes 5864-2022, 950-2023 y 1611-2023, respectivamente. Y Expediente 4316-2024. Sentencia de catorce de noviembre de dos 
mil veinticuatro.
14	  ver por Corte IDH. Caso TRABAJADORES DE LA HACIENDA BRASIL VERDE VS. BRASIL SENTENCIA DE 20 OCTUBRE DE 2016 (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Parr.256.
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B.	LA DOCTRINA DEL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD Y SU INCIDENCIA 
EN LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS SOCIALES 
1.	Normas generales de derechos humanos

La Corte de Constitucionalidad ha señalado que: 
“En una constitución finalista, como lo es aquélla actualmente vigente de la República de Guatemala, 
que propugna por el reconocimiento de la dignidad humana como su fundamento, no puede obviarse 
que los derechos fundamentales reconocidos en dicho texto no son los únicos que pueden ser 
objeto de tutela y resguardo por las autoridades gubernativas. Existen otros derechos que por vía 
de la incorporación autorizada por el artículo 44 de la Constitución Política de la República o de la 
recepción que también autoriza el artículo 46 del texto matriz, también pueden ser objeto de protección, 
atendiendo, como se dijo, su carácter de inherentes a la persona humana, aun y cuando no figuren 
expresamente en este último texto normativo”15. 

Adicionalmente, el propio artículo 102 de la Constitución reconoce que: 

El Estado participará en convenios y tratados internacionales o regionales que se refieran a 
asuntos de trabajo y que concedan a los trabajadores mejores protecciones o condiciones.  En 
tales casos, lo establecido en dichos convenios y tratados se considerará como parte 
de los derechos mínimos de que gozan los trabajadores de la República de Guatemala.  

Sobre esta base, es importante destacar la preeminencia que otorga la Constitución a los Convenios 
en materia laboral, especialmente a los de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), pero 
también, los tratados en materia de derechos humanos, del sistema universal y regional de derechos 
humanos. 
En este sentido, los tratados internacional son normas self executing de aplicación directa tanto para 
el legislador, como para los órganos jurisdiccionales. 

Instrumentos relevantes de Derechos Humanos de carácter general para la protección de 
derechos Humanos:

INSTRUMENTOS DEL SISTEMA 
UNIVERSAL

INSTRUMENTOS DEL SISTEMA 
INTERAMERICANO

Declaración Universal de Derechos del 
Hombre

Declaración Americana de Derechos del Hombre

Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos

Convención Americana de Derechos Humanos 

Pacto Internacional de Derechos 
Económicos sociales y culturales

Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de derechos 
económicos, sociales y culturales

15	  Corte de Constitucionalidad. Expediente 1356-2006. sentencia:11/10/2006. Pag. 7.
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Convención para la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la 
mujer

Convención interamericana para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra la mujer

Convención para la abolición de la 
esclavitud

Convención son la prevención y eliminación de todas 
las formas de discriminación contra las personas 
con discapacidad

Convención para la eliminación de todas 
las formas de discriminación racial 

Carta Democrática interamericana

Convención suplementaria sobre la 
abolición de la esclavitud, la trata de 
esclavos y las instituciones y prácticas 
análogas a la esclavitud

Carta de la Organización de Estados Americanos

A las normas anteriores es importante agregar la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos humanos que ha interpretado las obligaciones en el marco de diversas sentencias y 
opiniones consultivas.

En este punto,  la Corte IDH indicó en la Opinión Consultiva Sobre derechos a la libertad sindical, 
negociación colectiva y huelga, y su relación con otros derechos, con perspectiva de género16   que 
la protección hacia los derechos laborales que el marco de protección establecido para el derecho al 
trabajo  incluye: 

•	 los artículos IV, XIV, XXI y XXII de la Declaración Americana de derechos y deberes del 
Hombre,

•	 los artículos 45 incisos c y g de la Carta de la OEA,
•	 los artículos 1.1, 2, 13, 15, 16 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humano, 
•	 los artículos 6, 7 y 8 del Protocolo de San Salvador, 
•	 así como el corpus iuris relevante de derecho laboral internacional. 

En relación a este último punto, la Corte subrayó la especial importancia interpretativa que tienen los 
convenios, recomendaciones y decisiones adoptadas en el marco de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT17).

Asimismo, el análisis en profundidad sobre el corpus iuris relevante en materia de derecho laboral 
ha sido efectuado por la Corte IDH en diversas sentencias, inter alia:

•	 Caso Hacienda Verde vs Brasil. SENTENCIA DE 20 OCTUBRE DE 2016 (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). 

•	 Caso Extrabajadores del Organismo Judicial Vs. Guatemala Sentencia de 17 de noviembre 
de 2021 (Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones)   

•	 Caso Masacres de Ituango Vs. Colombia Sentencia. 1 de Julio de 2006
•	 Caso masacres de Río Negro vs. Guatemala   sentencia de 4 de septiembre de 2012  

(Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas)
•	 Caso Trabajadores Cesados del Congreso  (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú Sentencia de 

16	  Corte IDH. OPINIÓN CONSULTIVA OC-27/21 DE 5 DE MAYO DE 2021 SOLICITADA POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS
17	  Corte IDH. OPINIÓN CONSULTIVA OC-27/21 DE 5 DE MAYO DE 2021 SOLICITADA POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS
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24 de noviembre de 2006 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas)
•	 Caso Lagos del Campo vs Perú Caso Lagos del Campo vs. Perú.Sentencia de 31 de 

agosto de 2017 (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas

En los anteriores fallos, la Corte IDH se ha referido a la relación que existe entre violencia en el trabajo 
y su calificación como una forma de esclavitud o servidumbre, prohibida por el derecho internacional 
de los derechos humanos.

 Aquí es importante destacar la sentencia de la Masacre de Ituango vs Colombia, en donde indicó:

157. En el presente caso, al analizar los alcances del citado artículo 6.2 de la CADH, el Tribunal 
considera útil y apropiado utilizar otros tratados internacionales distintitos a la Convención 
Americana, tales como el Convenio No. 29 de la Organización Internacional del Trabajo (en 
adelante “OIT”) sobre Trabajo Forzoso, para interpretar sus disposiciones de acuerdo a la 
evolución del sistema interamericano, habida consideración del desarrollo experimentado en 
esta materia en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. (…) 

160. El Tribunal observa que la definición de trabajo forzoso u obligatorio, conforme a dicho 
Convenio, consta de dos elementos básicos. En primer lugar, el trabajo o el servicio se 
exige “bajo amenaza de una pena”. En segundo lugar, estos se llevan a cabo de forma 
involuntaria. Además, este Tribunal considera que, para constituir una violación del artículo 6.2 
de la Convención Americana, es necesario que la presunta violación sea atribuible a agentes 
del Estado, ya sea por medio de la participación directa de éstos o por su aquiescencia en los 
hechos. (…)  

161. La “amenaza de una pena”, para efectos del presente caso, puede consistir en la 
presencia real y actual de una intimidación, que puede asumir formas y graduaciones 
heterogéneas, de las cuales las más extremas son aquellas que implican coacción, 
violencia física, aislamiento o confinación, así como la amenaza de muerte dirigida a la 
víctima o a sus familiares.

 162. El Tribunal considera que “la amenaza de una pena” en el presente caso es evidente y se 
manifiesta en su forma más extrema, al ser ésta una amenaza directa e implícita de violencia 
física o muerte dirigida a la víctima o a sus familiares. (…) 

 164. La “falta de voluntad para realizar el trabajo o servicio” consiste en la ausencia de 
consentimiento o de libre elección en el momento del comienzo o continuación de la situación 
de trabajo forzoso. Esta puede darse por distintas causas, tales como la privación ilegal de 
libertad, el engaño o la coacción psicológica

En la histórica sentencia del Caso Trabajadores de Hacienda Verde vs. Brasil, la Corte ahonda sobre 
el concepto de esclavitud y servidumbre, contemplado en el artículo 6 de la CADH18:

Siguiendo la doctrina de los Tribunales Penales Internacionales, en donde definió la esclavitud como 

18	  Artículo 6. Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre 1. Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de 
esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas. 2. Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En los 
países donde ciertos delitos tengan señalada pena privativa de la libertad acompañada de trabajos forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada 
en el sentido de que prohíbe el cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad ni a 
la capacidad física e intelectual del recluido. 3. No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo: a. Los trabajos o servicios 
que se exijan normalmente de una persona recluida en cumplimiento de una sentencia o resolución formal dictada por la autoridad judicial competente. 
Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, y los individuos que los efectúen no serán puestos 
a disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado; b. c. El servicio militar y, en los países donde se admite exención por 
razones de conciencia, el servicio nacional que la ley establezca en lugar de aquel; El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la 
existencia o el bienestar de la comunidad, y d. El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.
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“el ejercicio de alguno o de todos los poderes que se desprenden del derecho de propiedad 
sobre una persona”.  Llega a la conclusión que la prohibición de la esclavitud y otras formas 
análogas como el sometimiento a servidumbre constituyen normas de ius cogens19.
 

La Corte IDH hace notar que el Tribunal Penal Internacional Ad Hoc para la ex Yugoslavia, en su 
sentencia de primera instancia, estableció los siguientes criterios para determinar la existencia de una 
situación de esclavitud o reducción a la servidumbre: 
a.)	 estricción o control de la autonomía individual, la libertad de elección o la libertad de movimiento 

de una persona;
b.)	 la obtención de un provecho por parte del perpetrador; 
c.)	 la ausencia de consentimiento o de libre albedrío de la víctima, o su imposibilidad o 

irrelevancia debido a la amenaza de uso de la violencia u otras formas de coerción, el 
miedo de violencia, el engaño o las falsas promesas; 

d.)	 el abuso de poder; 
e.)	 la posición de vulnerabilidad de la víctima;
f.)	 la detención o cautiverio, y 
g.)	 la opresión psicológica por las condiciones socioeconómicas. 

Otros indicadores de esclavitud serían: 
h) la explotación; 
i) la exacción de trabajo o servicios forzosos u obligatorios, por lo general sin remuneración y ligados 
frecuentemente –aunque no necesariamente– a la penuria física, el sexo, la prostitución y la trata de 
personas20.

En la Sentencia de la Cámara de Apelaciones del TPEY se destaca la interpretación evolutiva del 
concepto de esclavitud o servidumbre al considerar que lo importante actualmente no es la existencia 
de un título de propiedad sobre el esclavo, sino el ejercicio de poderes vinculados con la propiedad 
que se traducen en la destrucción o anulación de la personalidad jurídica del ser humano. El TIPEY 
consideró que al momento de los hechos del caso (ocurridos en 1992), las formas contemporáneas de 
esclavitud identificadas en dicha Sentencia eran parte de la esclavitud como delito de lesa humanidad 
bajo el derecho internacional consuetudinario (customary international law)21.

Respecto a la servidumbre, su prohibición absoluta proviene desde la Convención 
suplementaria de 1956 y de su codificación en los instrumentos subsecuentes del derecho 
internacional22. Al respecto, el artículo 1 de la Convención suplementaria de 1956 señala que la 
servidumbre por deudas y la servidumbre por la gleba son prácticas análogas a la esclavitud que 
deben ser abolidas y abandonadas. Todos los instrumentos regionales incluyen la prohibición de la 
servidumbre, y la misma fue considerada una forma análoga de esclavitud, entre otros, por el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos23, Tribunal Penal Internacional Ad Hoc para la ex-Yugoslavia, Tribunal 
Especial para Sierra Leona, y otros órganos especializados24

Resulta de lo anterior que la constatación de una situación de esclavitud o servidumbre representa 
una restricción sustancial de la personalidad jurídica del ser humano25 y podría representar, además, 
19	  Corte IDH. OPINIÓN CONSULTIVA OC-27/21 DE 5 DE MAYO DE 2021 SOLICITADA POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. 
20	   TPIY, Caso Fiscal Vs. Kunarac, Sentencia de 12 de junio de 2012, párr. 117 citada por Corte IDH. Caso TRABAJADORES DE LA HACIENDA BRASIL 
VERDE VS. BRASIL SENTENCIA DE 20 OCTUBRE DE 2016 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Parr.272.
21	  TPIY, Caso Fiscal Vs. Kunarac, Sentencia de 12 de junio de 2012, párr. 117 citada por Corte IDH. Caso TRABAJADORES DE LA HACIENDA BRASIL 
VERDE VS. BRASIL SENTENCIA DE 20 OCTUBRE DE 2016 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Parr.272.
22	  TRABAJADORES DE LA HACIENDA BRASIL VERDE VS. BRASIL SENTENCIA DE 20 OCTUBRE DE 2016 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas). Parr.272.
23	  TEDH, Caso Siliadin Vs. Francia, No. 73316/01, Sentencia de 26 de julio de 2005. párr. 124.
24	  TRABAJADORES DE LA HACIENDA BRASIL VERDE VS. BRASIL SENTENCIA DE 20 OCTUBRE DE 2016 (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas). Parr.272.
25	   TPIY, Caso Fiscal Vs. Kunarac, Cámara de Apelaciones, párr. 117; y TEDH, Caso Rantsev Vs. Chipre y  Rúsia, párrs. 280 y 281
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violaciones a los derechos a la integridad personal, a la libertad personal y a la dignidad, entre otros, 
dependiendo de las circunstancias específicas de cada caso.

En este sentido, la Corte IDH coincide con la definición del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
sobre “servidumbre”, y considera que esa expresión del artículo 6.1 de la Convención debe ser 
interpretada como “la obligación de realizar trabajo para otros, impuesto por medio de coerción, 
y la obligación de vivir en la propiedad de otra persona, sin la posibilidad de cambiar esa condición”.  
Asimismo, las formas de coerción pueden ser tanto explícitas como sutiles26

En virtud de la jurisprudencia anterior se concluye que la violencia física o psicológica o el ejercicio de 
poderes sobre el trabajador o trabajadora que lleven a su anulación de la personalidad jurídica están 
totalmente prohibidos por el derecho internacional y constituyen crimen de lesa humanidad27.

2.	Normas internacionales que prohíben la violencia contra la mujer en 
el ámbito laboral 
 

La Convención de Belem do Pará fue el primer instrumento en el mundo que reconoció que la violencia 
contra las mujeres es una violación de los derechos humanos. Guatemala ratificó la Convención en 
1995. 

La Convención define la violencia contra las mujeres como cualquier acción o conducta que cause 
daño físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. Propone el 
desarrollo de mecanismos de protección y defensa de los derechos de las mujeres. 

Esta Convención establece con claridad la obligación del Estado de garantizar una vida libre de 
violencia para todas las mujeres, en todos los ámbitos de la vida, pública y privada.  Esto se extiende 
hacia el ámbito laboral, en donde se ha demostrado que las mujeres sufren de discriminación en el 
trabajo y acoso sexual. 

Derivado de este deber de protección especial a la vida de las mujeres, en todas las esferas 
de la vida de la mujer, el Artículo 7 de la Convención impone a los Estados, tanto obligaciones 
de prevención, como de sanción y reparación en los siguientes términos: 
a.	 Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en 

adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:

b.	 abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las 
autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de 
conformidad con esta obligación;

c.	  actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia 
contra la mujer;

d.	 incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como 
las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del 
caso;

e.	  adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, 
amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente 
contra su integridad o perjudique su propiedad;

f.	 tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o 
26	  Corte IDH. Caso TRABAJADORES DE LA HACIENDA BRASIL VERDE VS. BRASIL SENTENCIA DE 20 OCTUBRE DE 2016 (Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Par.280
27	  Ver en tre otras.  TPIY, Caso Fiscal Vs. Kunarac, Cámara de 1ª Instancia, párr. 542.  TPIY, Caso Fiscal Vs. Kunarac, Cámara de Apelaciones, párr. 
117; y TEDH, Caso Rantsev Vs. Chipre y  Rúsia, párr. 280 y 281.  
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abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias 
que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer;

g.	 establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido 
sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;

h.	 establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la 
mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u 
otros medios de compensación justos y eficaces, y

i.	  adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer 
efectiva esta Convención.

Por ello, existe el deber de tipificar penalmente la violencia contra la mujer en el ámbito público, como 
en el privado.  En Guatemala esta disposición se encuentra consagrada en la Ley contra el femicidio 
y otras formas de violencia contra la mujer, por lo que se examinará si se ha efectuado de manera 
adecuada. 
Adicionalmente, las normas que se derivan de la Convención CEDAW son muy importantes para 
configurar las obligaciones internacionales, en donde se han dictado las observaciones generales 19 
y 35 del Comité CEDAW que explican las obligaciones sobre la prevención, investigación y reparación 
de la violencia contra la mujer:

Así, la Recomendación General 35 CEDAW28  dispone medidas legislativas: las diferentes formas 
de violencia contra la mujer deben ser tipificadas como delito o reforzar sanciones penales de forma 
proporcional.
En el mismo sentido, la Recomendación General 19 CEDAW29

•	 Registro de datos sobre el hostigamiento sexual y sobre las medidas adoptadas para 
proteger a la mujer.

•	 Medidas jurídicas eficaces, incluidas sanciones penales, recursos civiles y disposiciones 
de indemnización para proteger a la mujer

3.	Normas de la organización internacional del trabajo

Además, es importante señalar que existen normas específicas de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) que protegen a las personas trabajadoras, y que tienen una importancia central para el 
ordenamiento jurídico nacional, pues tienen preeminencia sobre la legislación interna.

Sin un ánimo de exhaustividad, se deben mencionar los tratados que establecen la protección del 
derecho a la salud, a las jornadas de trabajo, el salario mínimo, la libertad sindical y el derecho de 
huelga.   Así son importantes mencionar los Convenios de la OIT ratificados por Guatemala: 
•	 sobre abolición del trabajo forzoso (núm. 105) ;
•	 sobre la edad mínima en el trabajo (núm. 138);

•	 Sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación (núm. 87, 1948);
•	 Sobre el derecho de sindicación y negociación colectiva (núm. 98, 1949); 
•	 Sobre el trabajo forzoso y su abolición (núm. 29, 1930);
•	 Sobre la edad mínima de trabajo (núm. 138, 1973); 
•	 Sobre las peores formas de trabajo infantil (núm. 182, 1999); y 
•	 Sobre los derechos de los pueblos indígenas (Convenio 169)
•	 Sobre la igualdad de remuneración (núm. 100, 1951); 
•	 Sobre la discriminación en el empleo y la ocupación (núm. 111, 1958).

28	  Op.cit. CEDAW. Párr. 29 a). 
29	  CEDAW. Recomendación general no. 19. 29 de enero de 1992. Párr 24 j). Disponible en: h t t p s : / / v i o l e nciagenero.org/web/wp-content/
uploads/2017/07/cedaw_1992.pdf 
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Sin embargo, Guatemala, no ha ratificado importantes Convenios, como el Convenio sobre seguridad 
y salud de los trabajadores, 1981 y el Convenio 190 de la OIT sobre violencia laboral.  Este define a 
la violencia y acoso en el mundo del trabajo como 

el conjunto de comportamientos y prácticas inaceptables, o de amenazas de tales 
comportamientos y prácticas, ya sea que se manifiesten una sola vez o de manera repetida, 
que tengan por objeto, que causen o sean susceptibles de causar, un daño físico, psicológico, 
sexual o económico, e incluye la violencia y el acoso por razón de género, y

 la expresión «violencia y acoso por razón de género» designa la violencia y el acoso que van dirigidos 
contra las personas por razón de su sexo o género, o que afectan de manera desproporcionada a 
personas de un sexo o género determinado, e incluye el acoso sexual.

La protección del CONVENIO 190 es amplia, ya que se utiliza el concepto de mundo del trabajo, lo 
cual significa que abarca, no solo la violencia que se produce en el lugar de trabajo, sino_

	 en el lugar de trabajo, inclusive en los espacios públicos y privados cuando son un lugar de 
trabajo;

	 en los lugares donde se paga al trabajador, donde éste toma su descanso o donde come, o en 
los que utiliza instalaciones sanitarias o de aseo y en los vestuarios;

	 en los desplazamientos, viajes, eventos o actividades sociales o de formación relacionados 
con el trabajo;

	 en el marco de las comunicaciones que estén relacionadas con el trabajo, incluidas las 
realizadas por medio de tecnologías de la información y de la comunicación;

	 en el alojamiento proporcionado por el empleador, y

	 en los trayectos entre el domicilio y el lugar de trabajo.

Por otra parte, el concepto de trabajador protegido, también es ampliado para abarcar incluso a los 
voluntarios, pasantes, aprendices u otras formas, así como a las personas que trabajan, cualquiera 
que sea su situación contractual, o las personas en formación, las personas en busca de empleo y 
los postulantes a un empleo. 

El hecho que Guatemala no haya ratificado el Convenio 190 no le exonera de responsabilidad de 
proteger a las personas trabajadoras de todas las formas de violencia en el ámbito del trabajo, pues 
como se ha visto, la violencia física o psicológica o los actos de abuso de poder sobre el trabajador o 
trabajadora que lleven a la anulación de su personalidad están totalmente prohibidos por el derecho 
internacional y constituyen crimen de lesa humanidad30.

Por ello, las obligaciones generales de protección frente a estos actos de violencia incluyen:
•	 prohibir legalmente la violencia y el acoso; (es decir tipificarlo como delito o falta laboral o 

como delito (según la intensidad)
	 velar por que las políticas pertinentes aborden la violencia y el acoso;

	 adoptar una estrategia integral a fin de aplicar medidas para prevenir y combatir la violencia y 
el acoso;

	  establecer mecanismos de control de la aplicación y de seguimiento o fortalecer los 
mecanismos existentes;

	 velar por que las víctimas tengan acceso a vías de recurso y reparación y a medidas de apoyo;
30	  Ver entre otras.  TPIY, Caso Fiscal Vs. Kunarac, Cámara de 1ª Instancia, párr. 542.  TPIY, Caso Fiscal Vs. Kunarac, Cámara de Apelaciones, párr. 117; 
y TEDH, Caso Rantsev Vs. Chipre y  Rúsia, párr. 280 y 281.  
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	 prever sanciones;

	 desarrollar herramientas, orientaciones y actividades de educación y de formación, y 
actividades de sensibilización, en forma accesible, según proceda, y

	 garantizar que existan medios de inspección e investigación efectivos de los casos de 
violencia y acoso, incluyendo a través de la inspección del trabajo o de otros organismos 
competentes.

4.	 Obligación de adecuar normativamente la legislación nacional a los 
tratados y convenios internacionales: control de convencionalidad

El artículo 2 de la Convención americana de Derechos Humanos, al igual que muchos de los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, establecen el deber de adecuación normativa: 

	
 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno Si el ejercicio de los derechos y libertades 
mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de 
otro carácter, los Estados parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.

La Corte IDH  ha determinado que los Estados tienen una obligación que vincula a todos sus poderes 
y órganos estatales en su conjunto, los cuales se encuentran obligados a ejercer un control de 
convencionalidad ex officio entre sus normas internas y la Convención Americana, en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes31.

Tal adecuación implica la adopción de medidas en dos vertientes:

i.	 la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen 
violación a las garantías previstas en la Convención o que desconozcan los derechos 
allí reconocidos u obstaculicen su ejercicio, lo cual implica que la norma o práctica 
violatoria de la Convención debe ser modificada, derogada, o anulada, o reformada, según 
corresponda32, y

ii.	 la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva 
observancia de dichas garantías.33

Este deber de adecuación normativa implica, en consecuencia, que los Estados deben garantizar el 
efecto útil de protección que se deriva del tratado. Si el Estado no ha emitido tales normas, tiene el 
deber de expedirlas, y mientras no lo haga estará incumpliendo sus obligaciones internacionales, lo 
cual le genera responsabilidad.  Por ello, si el Estado mantiene una legislación que es contraria a la 
protección de tales derechos, u omite proteger los derechos garantizados, tendrá responsabilidad 
internacional, como ha sido explicado por la Corte IDH en la Opinión Consultiva 0C-14/94 sobre la 
responsabilidad del Estado por la expedición de leyes contrarias a la Convención34.

Adicionalmente, la Corte de Constitucionalidad ya ha reconocido con notoria contundencia 
que los tratados internacionales en materia de derechos humanos forman parte del Bloque de 
31	  Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. 
Serie C No. 154, párr. 124, y Caso Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 08 de octubre de 2015. Serie C No. 304, párr. 346.
32	  Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, párr. 56, y Caso 
Maldonado Ordoñez, párr. 111.
33	  Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166, párr. 56
34	  Opinión Consultiva OC-14/94 Del 9 de diciembre de 1994 Responsabilidad Internacional Por Expedición Y Aplicación De Leyes Violatorias De La 
Convención (Arts. 1 Y 2 Convención Americana Sobre Derechos Humanos)
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Constitucionalidad35. Por lo tanto, hacen parte de los derechos protegidos constitucionalmente, 
aunque no se encuentren expresamente consagrados en la Constitución. 

De esto derivan tres situaciones: 

La primera: los tratados internacionales forman parte de la Constitución material, que se incorporan 
por vía de los artículos 44, 46 y 149 de la Constitución que establecen la preeminencia de estos 
tratados internacionales en materia de derechos humanos ratificados por Guatemala36;

La segunda:  como parte de la constitución, sirven de parámetro de constitucionalidad con relación a 
cualquier disposición de derecho interno.

Por último, la jurisprudencia de la Corte ha reconocido la doctrina de control de convencionalidad, por 
el cual, los jueces tienen el deber de aplicar las normas del tratado, pero también, la jurisprudencia 
emitida por la Corte Interamericana de Derechos humanos con relación a la protección del derecho.

Sobre este punto, la Corte de Constitucionalidad ha sostenido que los órganos jurisdiccionales en los 
casos sometidos a su conocimiento y decisión, dentro de sus respectivas competencias y de acuerdo 
con las regulaciones procesales correspondientes,

deben atender, estrictamente, las obligaciones internacionales que dimanan de aquellos 
instrumentos que han sido ratificados por los Estados parte. La obligación nacional de atender 
los cánones del control de convencionalidad, ha sido desarrollado por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en varios de sus fallos, citándose como ejemplo, el Caso Almonacid 
Arellano y otros vs. Chile, sentencia sobre excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas, de veintiséis de septiembre de dos mil seis, párrafo ciento veinticuatro (12437). Sobre 
esa base, cuando en el sistema de justicia se discute la posible transgresión a los derechos 
e intereses…  los tribunales tienen la rigurosa responsabilidad de atender estrictamente lo 
dispuesto en los artículos 44 y 46 de la Constitución Política de la República de Guatemala, 
con el objeto de viabilizar un adecuado control de convencionalidad en los casos que 
conozcan. Cumplir con esa responsabilidad, deviene fundamental para la adecuada protección 
de esos segmentos de la población que, por su estado de vulnerabilidad, requieren de medidas 
especializadas para procurar la debida tutela de sus derechos38

En igual sentido la Corte se pronunció sobre la figura del control de convencionalidad:
Según se ha conceptualizado, el referido control supone que todas aquellas personas 
que administran justicia, dentro de sus respectivas competencias y de acuerdo con 
las regulaciones procesales correspondientes, deben atender, estrictamente, a las 
obligaciones internacionales dimanantes de aquellos instrumentos que han sido 
ratificados por los Estados parte en los casos sometidos a su conocimiento y decisión. 
La obligación nacional de atender a los cánones del control de convencionalidad, ha sido 
desarrollado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en varios de sus fallos, 
citándose, a manera ejemplificativa, los casos Almonacid Arellano y otros vs. Chile [sentencia 
sobre excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 26 de septiembre de 2006, 
Serie C, No.154, § 124], Trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú 
[sentencia sobre excepciones preliminares, fondo y reparaciones y costas, 24 de noviembre de 
2006, Serie C, No. 158, § 128] y La Cantuta vs. Perú  sentencia sobre el fondo, reparaciones y 

35	  Ver Corte de Constitucionalidad Expediente 1822-2011, Sentencia del 17 de julio de 2012.
36	  Ver. CC. Expediente 1822-2011, Sentencia del 17 de julio de 2012. Sin embargo, la omisión legislativa puede ser denunciada también cuando se estima la transgresión 
a normas constitucionales como las contenidas en los artículos 44 y 46 de la propia Constitución (…)”. Ver Sentencia de veinticuatro de octubre de dos mil diecisiete, y los 
expedientes 2112-2016. 3868-2023 Inconstitucionalidad de ley en Caso Concreto. 5076-2022 Inconstitucionalidad de ley en Caso Concreto  4969-2023.
37	  CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD. Expediente 5154-2022 Página 15 de 22
38	  CORTE DE CONSTITUCIONALIDAD. Expediente 5154-2022. Sentencia veinticinco de enero de dos mil veinticuatro. Página 15 de 22
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costas, 29 de noviembre de 2006, Serie C, No. 162, § 17339

Sobre esta base, se puede llegar a la conclusión, que los jueces y autoridades de trabajo deben 
hacer el control de convencionalidad sobre cualquier norma o ley que se apliquen para verificar que 
cumplan con el objeto y fin de protección de los derechos humanos. En aspectos centrales, como 
la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, deben observar la jurisprudencia de los tribunales 
internacionales como la corte interamericana de derechos humanos, así como las observaciones 
generales y comentarios que se emitan por parte de los órganos de vigilancia de estos tratados.

Igualmente, impone al Congreso de la República en el marco de su competencia legislativa la 
obligación de emitir normas adecuadas para prevenir la violencia en el trabajo y proteger de forma 
adecuada a la persona trabajadora frente a toda forma de violencia en el mundo del trabajo, con 
sanciones idóneas y efectivas. 

39	  Corte de Constitucionalidad.  Expediente 1929-2023. Sentencia de , tres de octubre de dos mil veintitrés
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III.	ANÁLISIS DE LA REGULACIÓN DE LA 
VIOLENCIA EN EL TRABAJO EN LA LEGIS-
LACIÓN NACIONAL

En cuanto a las disposiciones de la legislación interna que definen y regulan la violencia y el acoso en 
el mundo laboral, es importante referirse a tres tipos de normas:

a.	 El Código de trabajo
b.	 El Código Penal
c.	 La Ley contra el femicidio y otras formas de violencia sexual

1.	 ANÁLISIS DE LA REGULACIÓN DE LA VIOLENCIA LABORAL EN EL CT
El Código del Trabajo no contempla expresamente una definición sobre violencia y acoso en el mundo 
del trabajo. 

No obstante, establece la obligación de “los patronos” de “guardar a los trabajadores la debida 
consideración, absteniéndose de maltrato de palabra o de obra” (art. 61 inciso c).

Como se observa no utiliza el concepto de violencia, sino un concepto ambiguo, que es  tratar al 
trabajador “con la debida consideración”, es decir con respeto a su dignidad. Luego, prohíbe el 
“maltrato de palabra o de obra”.   

El maltrato de palabra, parece referirse a que no pueden propinarse comentarios o palabras que 
injurien o agravien al trabajador, siendo el concepto muy limitado, como para entender que se trata 
de actos de violencia psicológica (aunque naturalmente se engloba las injurias, expresiones de 
humillación, los gritos). Pero deja excluidos:  el maltrato psicológico que no proviene de expresiones 
verbales, y los métodos utilizados para anular la personalidad, como represalias económicas, etc: Por 
otra parte, el maltrato de obra, parece referirse a toda manifestación de violencia física, aunque no 
la describe y la deja criterios sumamente ambiguos, lo que coloca al trabajador en una situación de 
indefensión. 

Como se observa, el CT  se aleja de los objetivos contemplados por el Convenio 190, dado que no 
desarrolla un concepto adecuado de violencia en el mundo del trabajo, no hace alusión a tipologías 
de violencia  laboral, no contempla situaciones de violencia aisladas o carentes de intencionalidad, ni 
actos susceptibles de causar daño sobre una persona, y desconoce el impacto desproporcionado de 
la violencia laboral sobre comunidades vulnerables. 

Con relación a las personas protegidas, la legislación laboral vigente en el país solo protege a 
trabajadores/as del sector formal, ya que el Código de Trabajo “regula los derechos y obligaciones de 
patronos y trabajadores, con ocasión del trabajo” (art. 1). Esto es preocupante, puesto que el mercado 
de trabajo en Guatemala se caracteriza por niveles de informalidad más altos que el promedio de la 
región y por una baja tasa de sindicalización, que expone a los/as trabajadores/as a una situación de 
mayor vulnerabilidad y desprotección frente a la violencia laboral. 
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En cuanto el lugar de ocurrencia de la violencia, la definición actual no contempla una definición de 
los lugares en que puede ocurrir, dejando excluidas situaciones muy graves, como por ejemplo las 
comunicaciones telefónicas (redes sociales, Facebook, whatsapp), máxime que es común, que los 
patronos hostiguen a los trabajadores enviando mensajes a altas horas de la noche, fines de semana, 
o en horarios fuera de oficina, lo que los coloca en situaciones de mucho estrés y sujetos a una 
disponibilidad infinita. 

Al respecto, en diversos países se ha creado el derecho a la desconexión laboral. Así,  un acto de 
acoso laboral puede ser el concepto de always on, donde, el trabajador/a está obligado a permanecer 
conectado las 24 horas del día, para recibir instrucciones o mensajes del empleador.

En este sentido la propuesta de reforma debe ir orientada a superar estas 4 falencias y para el efecto 
se propone la modificación del artículo 61 inciso C, y 62 del CT para que se adecue a las exigencias 
de tipificación de la violencia y acoso en el mundo del trabajo. 

a.	 Definición de la violencia en el trabajo

Con el objeto de contemplar una definición de la violencia y el acoso laboral, que abarque las tipologías 
que hoy se estiman como las formas de ataque, se propone la siguiente propuesta del artículo 61 
inciso c:	
		  c) Guardar a los trabajadores la debida consideración, absteniéndose de realizar 
cualquier acción u omisión que constituya violencia o acoso contra la persona trabajadora.

Además, se agrega, como prohibición al patrono toda forma de violencia, en el artículo 62, inciso i .

Artículo 62 literal “i”
Queda prohibido de forma absoluta toda forma de violencia o acoso contra la persona 
trabajadora, incluyendo la violencia por razón de género o de sexo en el marco de una 
relación de trabajo, por parte de su patrono o empleador, sus representantes, directores u 
otros trabajadores. 

Para efectos del presente artículo, se entiende por violencia: 

Violencia Física: toda conducta en las que se utiliza la fuerza corporal directa o por medio 
de cualquier objeto, arma o sustancia con la que se causa daño, sufrimiento físico, lesiones o 
enfermedad a una persona trabajadora. También se considera violencia física las omisiones 
de atención médica o asistencia material a la persona trabajadora, ya sea que la situación sea 
causada por el patrono o se genere por cualquier otra causa. 

Violencia Psicológica: Conductas dirigidas a  producir daño o sufrimiento psicológico o 
emocional a la persona trabajadora, tales como las injurias o actos de humillación, deshonra, 
descrédito, coacción, la discriminación, el desprecio, el aislamiento social y las amenazas; 
así como,  como la intimidación, coacción, o  amenazas de violencia contra  las hijas, los 
hijos u otros familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad de la 
persona trabajadora;  en ambos casos, con el objeto de intimidarla, menoscabar su autoestima, 
controlarla o anular su personalidad. 

Violencia económica: Acciones u omisiones qué  buscan  ocasionar un menoscabo en los 
recursos económicos y/o en los bienes, objetos y/o instrumentos de trabajo, o repercuten en el 
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uso, goce disponibilidad o accesibilidad de una persona trabajadora a cumplir sus obligaciones 
en la relación laboral; así como la restricción o limitación indebida de los derechos conferidos 
a la persona trabajadora por la legislación en materia de trabajo, incluyendo la inequidad 
salarial,  o cualquier otra forma de discriminación, por su participación sindical, la defensa de 
sus derechos o cualquier otra circunstancia. 

Violencia sexual; toda conducta física o psicológica o comentario con connotación sexual no 
consentido por la persona destinataria y cuya finalidad es vulnerar la libertad e indemnidad 
sexual de la persona trabajadora

Violencia de género: cualquier acción u omisión que pretenda descalificar o humillar o 
discriminar a una persona trabajadora por su sexo, preferencia o identidad sexual, o cualquier 
circunstancia basada en estereotipos de género o contra personas trabajadoras LGTBIQ+.

Acoso laboral. El acoso laboral es una forma agravada de violencia en el ámbito laboral, 
que se configura cuando existe un patrón reiterado o sistemático de cualquiera de los actos 
de violencia física, psicológica, económica, sexual o de género, sea cometido contra una 
persona, grupo de trabajadores, sindicato o contra un colectivo identificable. 

b.	Modalidades de ejecución de la violencia y acoso laboral:

La violencia laboral puede ser sancionado cuando se produce por un acto directo de sus representantes, 
con lo cual estaremos ante una situación de acción. 

Pero debe recordarse que el patrono tiene una posición de garante dentro del centro de trabajo, que 
le impone la obligación de prevenir cualquier forma de violencia que sea ejercida por otras personas 
que tengan relación con la persona trabajadora con motivo de la relación laboral. De esta posición de 
garante surge la responsabilidad de empleador o patrono cuando no impide los actos de violencia de 
los trabajadores, pudiendo evitar la comisión de estos actos de violencia. Por su puesto, este tiene 
una mayor responsabilidad cuando los actos provienen de sus representantes, ejecutivos o directores, 
puesto que aquí existe un deber de debida diligencia, para los altos funcionarios o encargados de la 
dirección de las labores estén debidamente capacitados para no ejercer actos de violencia.

 Igualmente, el patrono y sus representantes deben estar debidamente capacitados para detectar 
tempranamente las formas de violencia en el trabajo y si ocurren denuncias, poder tratarlas de manera 
adecuado.   Las normas de debida diligencia exigen que haya protocolos internos de la empresa para 
lidiar adecuadamente con las denuncias de violencia en el ámbito del trabajo y que estos cuenten con 
mecanismos adecuados para investigar efectivamente estos actos y sancionar a los responsables, de 
ser comprobadas en el marco interno de la propia empresa. 
 
En ese marco, se sugiere la siguiente adición en el marco del artículo 62, literal “i”;
La violencia y acoso laboral se sancionará:

a)	 Cuando es ejecutada directamente por el patrono, o sus representantes:

b)	 Cuando es instigada, tolerada o cuenta con su aquiescencia o apoyo. 
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Se entiende que existe tolerancia o aquiescencia frente a los actos de violencia o acoso laboral, 
realizados por otros trabajadores u otros terceros, cuando el patrono o sus representantes 
teniendo conocimiento o, debiendo tener conocimiento de dichos actos, no adoptan las medidas 
a su alcance para prevenir la continuidad de la situación o sancionar a la persona responsable. 

c.	  Personas protegidas por la violencia en el ámbito laboral

En cuanto al alcance de las personas protegidas contra la violencia y acoso en el ámbito laboral, se 
observa que el CT reduce el ámbito de aplicación a los y las trabajadoras.  

En este sentido, el artículo 3 del CT definen a los y las trabajadoras como: 

Trabajador es toda persona individual que presta a un patrono sus servicios materiales, 
intelectuales o de ambos géneros, en virtud de un contrato o relación de trabajo

Se considera apropiado extender el concepto de trabajador, hacia lo dispuesto en el Convenio 190, 
para que así pueda darse una protección más amplia. En este sentido, se recomienda, en el texto del 
artículo 62, literal i,  incluir un apartado en el cual se indique

Para efectos de protección frente a la violencia y acosa laboral, se entenderá como persona 
trabajadora, conforme a las circunstancias del caso, a las personas que trabajan, cualquiera 
que sea su situación contractual, las personas en formación, incluidos los pasantes y los 
aprendices, los trabajadores despedidos, los voluntarios, las personas en busca de empleo 
y los postulantes a un empleo, y los individuos que ejercen la autoridad, las funciones o las 
responsabilidades de un empleador.

En cuanto a la protección de grupos vulnerables, debe establecerse que el CT ha previsto varios 
grupos especiales de protección en capítulos específicos, como las mujeres, los niños, los trabajadores 
agrícolas y las trabajadoras domésticas.

Sin embargo, con relación a la violencia y acoso en el ámbito del trabajo no existe ningún tipo de 
atención a los grupos vulnerables. 
Por ello, dentro de las sanciones por acoso laboral, es necesario que se agrave las penas:  Cuando 
se trate de mujeres, niños, niñas y adolescentes, trabajadores agrícolas y empleadas domésticas.

En ese sentido, deberá modificarse la sanción contemplada en el artículo 272 inciso f) del CT  en una 
tercera parte,  cuando la víctima pertenezca a un grupo vulnerable.

d.	Lugares de ocurrencia de la violencia en el ámbito del trabajo:

El acto de violencia o acoso contra el trabajador puede darse en el lugar de trabajo, inclusive en los 
espacios públicos y privados cuando son un lugar de trabajo.

 Esto incluye:

•	 los lugares donde se paga al trabajador,

•	  donde éste toma su descanso o

•	  donde come, 
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•	 o en los que utiliza instalaciones sanitarias o de aseo y en los vestuarios;  

•	 los desplazamientos, viajes, eventos o actividades sociales o de formación relacionados con 
el trabajo;  

•	 en el marco de las comunicaciones que estén relacionadas con el trabajo, incluidas las 
realizadas por medio de tecnologías de la información y de la comunicación;

•	  en el alojamiento proporcionado por el empleador, 

•	 y en los trayectos entre el domicilio y el lugar de trabajo.

2.	SANCIONES PREVISTAS CON OCASIÓN DE LOS ACTOS DE VIOLENCIA O 
ACOSO LABORAL EN EL CÓDIGO DE TRABAJO

a.	 Tipificación de la violencia en el trabajo como falta laboral

Como se ha analizado con anterioridad, la violencia en el trabajo se encuentra actualmente prevista 
como una infracción o falta laboral, en el artículo 61 inciso c) del Código de trabajo.  Si bien su tipificación 
no es expresa, por cuanto, la norma del artículo 61 del CT lo que contempla son obligaciones de los 
patronos, lo cierto es que toda contravención a una norma prohibitiva o preceptiva constituye una 
falta.

En este sentido, conviene traer a colación lo dispuesto en el artículo 269 del CT que dispone que 
son faltas de trabajo  “las infracciones o violaciones por acción u omisión que cometan los patronos 
o empleadores, o los trabajadores, en contra de normas prohibitivas o preceptivas contenidas en 
el CT, sus reglamentos, los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo ratificados por 
Guatemala, los pactos o contratos colectivos vigentes en la empresa y demás normas laborales que 
sean susceptibles con multa”.

Como se observa, la tipificación de las sanciones se hace por remisión hacia las normas preceptivas 
o prohibitivas establecidas a lo largo del CT, lo cual es una técnica legislativa bastante deficiente, que 
puede dar lugar a lagunas de punibilidad e interpretaciones discrecionales o arbitrarias.

En todo caso, siguiendo el análisis entendemos que debe explicarse primero que se entiende por 
normas preceptivas y prohibitivas, para efectos de la tipificación de las faltas laborales.

Normas Preceptivas: 
Son aquéllas que contienen un mandato, una orden, una obligación, que imponen una conducta 
determinada, tales como: “Todo patrono que ocupe permanentemente a diez o más trabajadores, debe 
llevar un libro de salarios autorizado y sellado por el Departamento de Administrativo del Ministerio 
de Trabajo y Previsión Social...” (Artículo 102 del Código de Trabajo).  “La jornada ordinaria de trabajo 
efectivo diurno no puede ser mayor de ocho horas diarias, ni exceder de un total de cuarenta y ocho 
horas a la semana...” (Artículo 116 del Código de Trabajo).  “Todo trabajador tiene derecho a disfrutar 
de un día de descanso remunerado después de cada semana de trabajo...” (Artículo 126 del Código 
de Trabajo). 2  “Todo empleador está obligado a adoptar las precauciones necesarias para proteger 
eficazmente la vida, la seguridad y la salud de los trabajadores en la prestación de sus servicios...” 
[Artículo 197 del Código de Trabajo] “Todo patrono está obligado a acatar y hacer cumplir las medidas 
que indique el Instituto Guatemalteco de Seguridad Social con el fin de prevenir el acaecimiento 
de Accidentes de Trabajo y de enfermedades profesionales”. [Artículo 198 del Código de Trabajo] 
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“Además de las contenidas en otros artículos de este Código, en sus reglamentos y en las leyes 
de previsión social, son obligaciones de los patronos: Preferir en  igualdad de circunstancias, a los 
guatemaltecos sobre quienes no lo son y a los que les hayan servido bien con anterioridad respecto 
de quienes no están en ese caso”[Artículo 61 del Código de Trabajo].                                                                                                                             
Normas Prohibitivas:
 Son aquéllas que implican o imponen una prohibición. Prohíben determinada conducta, es decir 
que norman qué es lo que no debe hacerse.  Por ejemplo: “Se prohíbe a los patronos:  Inducir o 
exigir a sus trabajadores que compren sus artículos de consumo a determinados establecimientos o 
personas; influir en sus decisiones políticas o convicciones religiosas; ejecutar cualquier otro acto que 
restrinja los derechos que el trabajador tiene conforme a la ley  (Artículo 62 del Código de Trabajo). 
“Se prohíbe a los trabajadores: Hacer durante el trabajo o dentro del establecimiento propaganda 
política o contraria a las instituciones democráticas creadas por la Constitución, o ejecutar cualquier 
acto que signifique coacción de la libertad de Conciencia que la misma establece; trabajar en estado 
de embriaguez o bajo la Influencia de drogas 4  estupefacientes o en cualquier otra condición  anormal 
análoga”( Artículo 63 del Código de Trabajo).     

Como se observa, el artículo 61 inciso c) en su redacción actual, se encuentra dentro de las 
obligaciones que tiene el patrono hacia el trabajador (es una norma preceptiva) en principio. Pues en 
la introducción señala:   son obligaciones de los empleadores”.   Sin embargo, al analizar con mayor 
detenimiento la norma, se observa que divide en dos:

La primera indica que es obligación del patrono “guardar la debida consideración al trabajador”, pero 
luego la norma se transforma en una norma prohibitiva, al establecer “absteniéndose de maltrato u 
obra”

Abstenerse es una prohibición, lo cual la convierte en una norma prohibitiva.
Esta división es importante, porque es el criterio que define el importe de la sanción que se va imponer 
al patrono.

b.	 Sanciones por faltas

El articulo 272  del CT dispone cuatro tipo de multas, dependiendo del tipo de falta incurrida:

FALTA SANCION A PATRONO SANCION A TRABAJADOR U 
ORGANIZACIÓN SINDICAL

a.	 Normas que obligan al  
pago de salarios mínimos 
y demás prestaciones 
laborales  

ocho (8) y dieciocho (18) 
salarios mínimos mensuales 
vigentes para las actividades 
no agrícolas

b.	  violación de una 
disposición prohibitiva

multa entre dos (2) y diez (10) 
salarios mínimos mensuales 
vigentes para las actividades 
no agrícolas,

 dos (2) y diez (10) salarios mínimos 
diarios vigentes para las actividades no 
agrícola

c.	 violación a una 
disposición preceptiva 
Referente a jornadas o 
descansos que haga un 
empleador o trabajador

una multa entre seis (6) y 
doce (12) salarios mínimos 
mensuales vigentes para las 
actividades no agrícolas.

una multa entre seis (6) y doce (12) 
salarios mínimos mensuales vigentes 
para las actividades no agrícolas
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d.	 d i s p o s i c i o n e s 
preceptivas del título 
quinto de este Código, 
otra ley o disposición 
de trabajo y previsión 
social referente a salud y 
seguridad ocupacional

ocho (8) y dieciséis (6) 
salarios mínimos mensuales 
vigente para las actividades 
no agrícolas.

cuatro (4) y ocho (8) salarios mínimos 
diarios vigentes para las actividades no 
agrícolas.

e.	 d i s p o s i c i o n e s 
preceptivas del título 
séptimo de este Código, 
otra ley de trabajo y 
previsión social referente 
a la huelga o paro

multa entre cinco (5) y 
diez (10) salarios mínimos 
mensuales

dos (2) a cinco (5) salarios mínimos 
diarios

f.	 violaciones a las 
disposiciones de los 
artículos 61, 63, 87 y 281 
literal m) de este Código

multa entre cinco (5) y 
diez (10) salarios mínimos 
mensuales	

dos (2) a cinco (5) salarios mínimos 
diarios

g.	 violación a cualquier 
disposición preceptiva 
de este Código no 
prevista por los incisos 
anteriores, u otra ley

multa entre dos (2) y nueve (9) 
salarios mínimos mensuales,

diez (10) a veinte (20) salarlos mínimos 
diarios

En el caso de la violencia laboral, la multa a imponer actualmente,  sería la correspondiente al inciso 
f, del artículo 272 del Código de Trabajo, ya que se trata de una disposición del artículo 61 inciso c), la 
cual tiene en consecuencia una multa de 5  a 10  salarios mínimos mensuales vigentes. 
La reincidencia obliga a un incremento en la sanción del 50% de la multa. (artículo 272 CT)
Como puede observarse, en el caso de los patronos la sanción resulta sumamente leve, tomando en 
consideración la gravedad que tiene la violencia en el trabajo.   

En este sentido en la propuesta, la multa correspondería a las sanciones que corresponden por violar 
una norma prohibitiva (articulo 62 inciso i de la propuesta) y en consecuencia, se aplicaría la norma 
del inciso b,  multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos mensuales vigentes para las actividades 
no agrícolas),

Si embargo, se considera importante elevar la multa para los empleadores a una sanción de la forma 
siguiente:  

5 a 20 salarios mínimos, tomando en consideración la gravedad de la violencia ejercida y las 
afectaciones causada en la persona del trabajador
Cuando exista una pluralidad de víctimas, el juzgador podrá aumentar la sanción al patrono o 
sus representantes hasta un máximo de 100 salarios mínimos, tomando en consideración si se 
trata de patrones sistemáticos y reiterados de violencia y en proporción al número de víctimas 
afectadas, el tiempo de duración de la violencia y las afectaciones causadas por estos actos 
a cada una de las víctimas. 
En el caso de que las víctimas sean mujeres, niños u otros grupos vulnerables, la sanción se 
aumentará en una tercera parte

No obstante, es preciso también sancionar al patrono, en los casos de actos de violencia cometidos 
por otros trabajadores, (incluyendo, los representantes del patrono), cuando tal actuación haya sido 
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tolerada por el patrono, y sus representantes.  En este sentido, es importante destacar que el patrono 
tiene una posición de garante, que lo obliga a prevenir los actos de violencia laboral en el centro 
del trabajo. Esta posición de garante impone un deber de debida diligencia para que no ocurran 
situaciones de violencia o acoso laboral, pues tiene un deber de prevención razonable de dichos 
actos de violencia, realizando las acciones necesarias para impedir que la violencia ocurra en el 
centro de trabajo. 

Por ello, deberá modificarse la responsabilidad del patrono, para establecer sanciones por conductas 
omisión o de infracción a los deberes de prevención razonable. De tal suerte que se debe sancionar 
todo acto de violencia que haya sido alentado, instigado, o consentido por el empleador o sus 
representantes, o cuando esté haya tenido conocimiento, o haya debido tomar conocimiento de la 
situación, y no haya adoptado las medidas razonables para impedirla.   En estos casos, el empleador 
deberá ser sancionado con las multas establecidas de 5 a 20 salarios mínimos de conformidad con 
la gravedad de la violación. 

Se considera también apropiado modificar la última parte del articulo 271 CT, en cuanto al plazo de 
prescripción de las faltas, para efectos de aplicar el aumento del 50% de la multa por reincidencia. 
Este artículo dispone que, para efectos de reincidencia, las faltas prescriben en un año desde el 
momento en que se hayan pagado.   Este plazo de prescripción se considera insuficiente, por lo que 
se propone ampliarlo a 5 años.
Este articulo 270 CT quedaría así:

a)	 …. La reincidencia obliga a la imposición de un incremento de un cincuenta por ciento 
(50%) en la multa incurrida. No hay reincidencia si ha transcurrido cinco  (5 años) entre 
la fecha en que se hizo efectiva la multa impuesta y la fecha de comisión de la nueva 
falta

E. PROCEDIMIENTO PARA LA APLICACIÓN DE FALTAS LABORALES 

1.	Independencia del procedimiento administrativo sancionador en 
materia de faltas laborales.

Es importante señalar que el principio non bis in idem puede ser una limitante de la potestad 
sancionatoria de la IGT, cuando los hechos puedan considerarse que constituyen un hecho delictivo, 
castigado por el Código Penal u otras leyes penales.  Esta perspectiva puede ser contraproducente 
para una adecuada protección de los trabajadores y además no es la postura compartida actualmente 
por la doctrina mayoritaria.

En efecto, tanto la doctrina como los tribunales constitucionales han establecido que el orden penal y 
el orden administrativo sancionador constituyen dos expresiones de la potestad punitiva del Estado, 
en los cuales se aplican sanciones de diferente naturaleza: penal y administrativa. Así, el orden penal 
y el administrativo poseen su propia finalidad y estructura normativa, y, consecuentemente, sus 
procedimientos son independientes entre sí, por lo que la resolución que pudiese emitirse en uno no 
puede influir per se en el otro. De tal forma, si bien a un sindicado se le puede sobreseer o absolver 
en sede jurisdiccional penal por los hechos similares por los cuales se le instruyó el procedimiento 
administrativo disciplinario, ello no implica que la IGT o el juzgado laboral obligatoriamente deban 
adecuar su resolución a la decisión judicial adoptada por el tribunal penal; pues la sanción a imponer es 
distinta a la que se pretendía aplicar en sede penal y, además, la conducta del actor no es examinada 
como un injusto penal, sino como una infracción a leyes de trabajo. 



37

Para evitar lagunas legales que dejen en ambigüedad la aplicación del principio non bis in ídem, es 
importante instituir una norma que exprese en forma categórica que la responsabilidad del empleador 
o sus representantes, por la comisión de faltas o infracciones laborales, será tramitado de forma 
autónoma e independiente de las responsabilidades penales que pudieran corresponder cuando tales 
hechos se encuentren tipificados como delitos por el Código Penal u otras leyes de carácter penal.  De 
tal suerte, que no se apreciará en estos casos el principio de non bis in idem, ni tampoco podrá dar 
lugar a prejudicialidad en el ámbito laboral o penal. 

Igualmente, la sanción o absolución en el ámbito penal no debe prejuzgar sobre la responsabilidad 
en el ámbito laboral. Por ello, el sobreseimiento o sentencia absolutoria dictada por un órgano 
jurisdiccional penal no causa cosa juzgado en el proceso administrativo sancionador en materia 
laboral, ni dará lugar a suspender o extinguir la potestad sancionadora, debiéndose siempre continuar 
el procedimiento laboral  hasta su finalización.

En este sentido, se propone la siguiente adición al articulo 270 del CT: 
La responsabilidad por faltas laborales es independiente y distinta de la responsabilidad 
penal. Será tramitado de forma autónoma y con independencia de la acción o procedimientos 
penales que se hubieran iniciado, tramitado o concluido de conformidad con las leyes penales. 
No podrá invocarse el principio de non bis in ídem, como excepción, incidente o cuestión 
prejudicial, en el procedimiento en material de faltas de trabajo, ni en el procedimiento penal.
Para investigar sobre la responsabilidad por la comisión de una falta laboral, no será necesario 
el procesamiento penal ni resolución definitiva o previa de los jueces que conozcan el caso 
penal, ni otro requisito que no se encuentre señalado por el Código de Trabajo.
La decisión de sobreseimiento o la sentencia en proceso penal no causan cosa juzgada en el 
proceso por faltas laborales, ni suspende la acción, el procedimiento o la resolución definitiva 
en esta materia.

2.	Etapas del Procedimiento administrativo sancionador en el Código de 
Trabajo

El proceso Administrativo sancionador en el Código de Trabajo ha sido objeto de reformas y 
contrarreformas en los últimos 20 años, con el objetivo de lograr dotar de mayor eficacia a la Inspección 
General de Trabajo, (en adelante IGT),  en la imposición de sanciones.

En ese marco, en el año 2001 durante el Gobierno del presidente Alfonso Portillo se hicieron reformas 
al capítulo de las sanciones administrativos del CT, a través del Decreto 18- 2001 del Congreso de 
la República, que reformaron los artículos 81, 209, 214, 216, 233, 243, 269, 271, 272, 281, 364, 379 y 
380 del Código de Trabajo. 

Esto desató una fuerte oposición del sector empresarial, el cual impugnó las reformas a través 
de acciones de inconstitucionalidad. La Corte de Constitucionalidad declaró algunas normas 
inconstitucionales que otorgaban potestades sancionatorias a la IGT,  en forma parcial,  pues según  
la CC: 

 “la determinación e imposición de una sanción por una falta de trabajo y previsión social 
compete únicamente a los Tribunales del ramo de Trabajo y Previsión Social y no a la institución 
administrativa de la Inspección General de Trabajo”40.

Sin embargo, la declaratoria de inconstitucionalidad generó una fuerte crítica por parte de sectores 
de defensa de derechos laborales y los órganos de observación internacional, por dejar a los 

40	  EXPEDIENTE 898-2001 Y 1014-2001 Sentencia de tres de agosto de dos mil cuatro.
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trabajadores en una situación de indefensión frente a los abusos laborales. Por eso, diversos informes 
del Departamento de Estado de los Estados Unidos insistieron en la necesidad de devolver a la IGT 
sus potestades sancionatorias, con el objetivo de establecer condiciones de trabajo que respeten la 
legislación nacional y los tratados internacionales en materia laboral.

En ese marco se realizó la reforma al Código de Trabajo, a través del decreto 7-2017, en la cual se le 
restituyeron las potestades sancionatorias a la IGT.

Dicho proceso administrativo sancionador establece seis fases:
a)	 La fase de inspección, prevención y verificación a cargo de la IGT
b)	 La fase del procedimiento administrativo sancionador por parte del Delegado de Trabajo del MT
c)	 La fase recursiva administrativa a través del recurso de revocatoria (ante el Ministerio de Trabajo)
d)	 El recurso de lo contencioso administrativo laboral (ante el juzgado de primera instancia de trabajo
e)	 La apelación de la sentencia ante la Sala de Apelaciones
f)	 La ejecución de la falta laboral 

Las sanciones laborales son impuestas por los delegados departamentales de la Inspección 
General de Trabajo. Los delegados de trabajo son abogados, especialmente establecidos en la 
jurisdicción departamental.   Según se ha podido establecer hay muy pocos delegados departamentales 
(aproximadamente uno por departamento), lo cual no permite resolver los casos con celeridad y de 
manera eficiente. 

El Delegado Departamental de la IGT es el funcionario encargado de resolver sobre las faltas 
administrativas y el cual tiene potestad para imponer las sanciones contempladas en el artículo 
272 del CT. Sin embargo, dicha decisión puede ser impugnada a través del recurso de revocatoria, 
contemplado en el artículo 275, dentro del plazo de 48 horas. Este recurso será examinado más 
adelante, pero primero, se analizará el trámite para la interposición de una MULTA, tras verificar la 
infracción de una falta administrativa. 

a.	 Procedimiento de inspección, prevención y verificación 

Previo a la resolución por el delegado departamental de trabajo, debe realizarse el procedimiento de 
investigación sobre la posible comisión de faltas administrativas ante la IGT.

El artículo 271 bis dispone que l plazo total del procedimiento, (incluyendo la etapa de resolución), 
se debe efectuar en el plazo de 30 días hábiles, pudiéndose extender, por una única vez a 15 días 
hábiles. 

Este plazo parece ser muy corto para lograr una investigación exhaustiva por parte de la IGT, sobre 
todo si toma en consideración que en muchas ocasiones deben tomarse entrevistas, hacer peritajes 
o exámenes o evaluaciones médicos, psiquiátricos o psicológicos u otras operaciones técnicas.   Ante 
este panorama, resulta necesario ampliar el plazo del procedimiento administrativo, a efecto de dotar 
a la IGT de una mayor capacidad de actuación. 

Por ello, se recomienda modificar el artículo 271 bis, en el sentido de aumentar la prórroga del plazo 
máximo a 30 días.  Se debe hacer ver que estos plazos son máximos y no deben agotarse salvo 
situaciones extraordinarias, siempre bajo la estricta responsabilidad del inspector y de sus superiores, 
los cuales deben agotar toda investigación a la mayor brevedad posible. 
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En lo esencial, el procedimiento de inspección, prevención y verificación el conlleva las siguientes 
etapas de conformidad con los artículos 271 y 271 bis del CT:

1.	 Denuncia o inspección   el proceso puede ser iniciado de oficio, tras una inspección realizada por 
la IGT para establecer cualquiera de las faltas administrativas contempladas en el CT.  Igualmente, 
el procedimiento puede provenir de una denuncia interpuesta por el trabajador, lo cual debe dar 
lugar a una inspección 

2.	 Si la parte empleadora obstruye el acceso o la inspección o verificación se deberá sancionar por 
la falta de colaboración, con una multa.  En todo caso, el inspector puede auxiliarse de la PNC.

3.	 Al constatar una infracción a las obligaciones establecidas en el CT, la IGT levantará un acta y 
procederá a fijar un plazo al empleador o al trabajador, para que corrija la situación, el cual no 
puede exceder de 8 días. Además, puede ordenar la paralización de las labores en el centro 
de trabajo en casos de extrema urgencia. 

4.	 Citará a la parte infractora a una audiencia ante la IGT, a efecto que compruebe la subsanación 
del requerimiento. 

5.	 La audiencia se realizará en el día y hora a la que fueron citadas las partes, dando la palabra al 
patrono endilgado, a efecto, que compruebe el cumplimiento de los requerimientos. Si se demuestra 
que el empleador lo ha subsanado se archiva la falta y se informa al Delegado departamental de 
IGT

6.	 Si, por el contrario, en la audiencia o en la verificación se establece que no se ha cumplido con 
lo requerido, o se desobedece la citación, se levantará un acta y esta deberá ser remitida dentro 
de los siguientes 3 días al Delegado Departamental de IGT, para que inicie el procedimiento 
administrativo. En dicha acta se establecerán las normas vulneradas, se recomienda las 
correspondientes sanciones, así como las medidas para garantizar el cumplimiento de las 
disposiciones vulneradas. 

En esta fase, se considera importante fortalecer las capacidades de inspección y verificación de los 
inspectores de la IGT. Para ese efecto se recomienda facultar para que el inspector pueda solicitar 
el apoyo de los jueces de paz para la realización de diligencias, especialmente, en aquellos lugares 
que pudieran ser dependencias cerradas. Por eso es importante agregar a las facultades de los 
inspectores de trabajo, el siguiente párrafo, el cual se adicionará como inciso “i” del articulo 281 CT:
 

Los jueces de paz de la jurisdicción donde se encuentren los centros de trabajo apoyarán las 
actividades de investigación del Inspector de trabajo, cuando éstos lo soliciten, emitiendo, si 
hubiere lugar a ello, las autorizaciones para las diligencias  de investigación y providencias 
de urgencia o cautelares que procedan conforme a la ley. Los jueces de paz resolverán 
inmediatamente y de manera motivada las solicitudes que les sean formuladas.

b.	 Resolución del Delegado Departamental  de la IGT

Presentada el acta donde se constata por parte del Inspector General de Trabajo que se verificó una 
violación o infracción a una norma laboral que da lugar a la imposición de una sanción, se remite 
copia del acta al Delegado Departamental de IGT para que inicie el procedimiento administrativo 
sancionador. 

El delegado Departamental deberá emitir la resolución disponiendo la sanción en el plazo de 10 días 
hábiles.

De todo lo actuado se entrega copia del expediente a las partes
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La resolución debe declarar si hay lugar o no a la imposición de la sanción. 

Dicha resolución, impondrá una sanción conformé a la graduación establecida en el artículo 272 de 
este Código;

a)	  precisándose el motivo de la sanción conforme las normas incumplidas; 
b)	 También contendrá expresamente las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento de las 

disposiciones vulneradas; 
c)	 La resolución contenida o confirmada tiene carácter de título ejecutivo; 
d)	 Cuando el sancionado sea el empleador, las multas se impondrán a éste, sea persona individual 

o jurídica, solidariamente con sus representantes que hayan intervenido en el acto que constituye 
la falta y sin cuya participación no se hubieran podido realizar; 

c.	 Recurso de revocatoria

La resolución del Delegado departamental de IGT puede ser impugnada a través del recurso de 
revocatoria, el cual deberá ser interpuesto por escrito dentro del plazo de 48 horas.  Conforme al 
artículo 275, del CT el recurso deberá ser resuelto por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social 
dentro del plazo de 8 días. 

El Ministerio tiene facultades para confirmar, revocar, modificar lo resuelto por el Delegado 
Departamental.  

Sin embargo, en estos casos opera el silencia administrativo, de tal suerte que, si el Ministerio de 
Trabajo no resuelve en el plazo legalmente previsto, se debe entender que la resolución ha sido 
resuelta desfavorablemente, por lo que la persona sancionada deberá interponer el recurso de lo 
contencioso administrativo laboral, ante el Juzgado de Infracciones laboral. Según lo dispone el 275, 
parte final: 

Transcurrido el término de ocho días sin que el Ministerio haya proferido su resolución, se 
tendrá por agotada la vía gubernativa y por resueltos desfavorablemente los recursos de 
revocatoria o de reposición, según el caso

d.	 Recurso contencioso administrativo de trabajo y previsión social

El infractor condenado tiene derecho a interponer el recurso contencioso laboral dentro del plazo 
de 20 días, a partir de la notificación que rechaza el recurso o del plazo del silencio administrativo 
establecido en el artículo 275 CT.
En este punto, el artículo 415 del CT indica que el condenado por una falta administrativa, tiene derecho 
a “promover el proceso contencioso administrativo de Trabajo y Previsión Social establecido en el 
artículo 417 ante el Juzgado de Trabajo y Previsión Social de la zona jurisdiccional a que corresponda 
el lugar de ejecución del trabajo, dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a la notificación de 
la resolución del recurso de revocatoria”.

El trámite del proceso contencioso administrativo de Trabajo y Previsión Social se desarrollará de la 
forma siguiente:

El juez de Trabajo y Previsión Social o en los lugares donde hubiere jueces de Trabajo y Previsión 
Social para la Admisión de Demandas, admitirá para su trámite la acción que se interponga contra lo 
resuelto en el recurso de revocatoria. 
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En la resolución referida, también señalará día y hora para que el accionante y Ministerio de Trabajo 
y Previsión Social, comparezcan a la única audiencia que se realizará dentro de los diez (10) días 
hábiles siguientes desde que la acción fue admitida. Esto se hará bajo apercibimiento de continuar el 
juicio en rebeldía de la parte que no compareciere, sin más citarle ni oírle.
Audiencia oral. 
En esta deberán comparecer las partes con sus respectivos medios de prueba, asumiendo las 
actitudes procesales que correspondan, las que deberán ser resueltas en la misma audiencia.
Sentencia.
En la misma audiencia el juez de Trabajo y Previsión Social dictará sentencia o, por causas 
excepcionales debidamente justificadas, la dictará en los siguientes tres (3) días hábiles posteriores 
a la conclusión de la audiencia.

Si la sentencia desestima la pretensión de quien fuera sancionado en sede administrativa, esta deberá 
ordenar el pago de la multa impuesta más los intereses calculados a partir de la fecha en que quede 
firme la sentencia sobre la tasa bancaria ponderada vigente publicada por el Banco de Guatemala.

e.	 Recurso de Apelación 

Contra la sentencia del recurso de lo contencioso administrativo de trabajo procede recurso de 
apelación, el que deberá interponerse dentro del plazo de tres (3) días, conforme lo dispuesto en el 
artículo 421 del CT.

El juez elevará los autos a la Sala de la Corte de Apelaciones de Trabajo y Previsión Social que 
corresponda, en un plazo de dos (2) días.

Recibidos los autos, el Tribunal de alzada, otorgará audiencia por cuarenta y ocho (48) horas a las 
partes para expresar agravios y deberá resolver el recurso de apelación en los cinco (5) días siguientes, 
debiendo confirmar, revocar o modificar la sentencia de primera instancia. 

Al quedar firme la sentencia, el expediente será devuelto al juez que conoció en primera instancia 
para su respectiva ejecución.

El artículo 421 dispone que, si no se interpusiere apelación, se elevarán los autos en consulta a la 
Sala de Apelaciones de Trabajo y Previsión Social que corresponda, la que debe resolver en definitiva 
dentro del término de ocho días de recibidos los autos, sin ningún trámite previo y bajo la estricta 
responsabilidad de sus titulares.

La consulta debe suprimirse, ya que solo entorpece el trámite del procedimiento. El derecho de 
impugnar es una potestad conferida a las partes, que ellos pueden o no ejercitar.   La consulta 
obligatoria de las sentencias es un resabio de procedimientos inquisitivos, que no tiene ninguna razón 
de ser, pues son las partes afectadas las que deben expresar agravios.

Por ello se considera conveniente suprimir la consulta, establecida en el artículo 421. 

3.	 Ejecución de las sanciones impuestas

establece la ejecución de las sanciones o multas impuestas por la comisión de una falta laboral, 
en el plazo de 3 meses. Sin duda por la enorme carga laboral que tiene la IGT, este plazo resulta 
insuficiente, por lo cual se debe ampliar el plazo de prescripción a 1 año, a efecto, que no se pierdan 



42 Violencia y acoso laboral:
Propuesta de reforma legislativa

las sanciones impuestas.

Por eso se sugiere la siguiente modificación:
	
El plazo para interponer la acción judicial de ejecución prescribe en un año a partir de que la 
resolución haya causado estado en sede administrativa o causada firmeza en sede judicial

Para el cobro de toda clase de prestaciones reconocidas en la secuela del juicio o en sentencia firme 
de los Tribunales de Trabajo y Previsión Social, así como para el de las demás prestaciones a que se 
refiere el artículo 101 de este Código, el juez de oficio y dentro del plazo de tres días de notificada la 
ejecutoria o de aceptada la obligación, practicará la liquidación que corresponda, la que se notificará 
a las partes.

Contra la liquidación no cabrá más recurso que el de rectificación, que procede cuando al practicarse 
ésta se incurra en error de cálculo. Dicho recurso debe interponerse dentro de veinticuatro horas de 
notificada la liquidación y en el memorial respectivo se determinará concretamente en qué consiste el 
error o errores, expresándose la suma que se estime correcta. Este recurso será resuelto de plano, 
sin formar artículo y no admitirá impugnación alguna.

Si dentro del tercero día de notificada la liquidación o de estar firme la resolución el obligado no hiciere 
efectivo el pago, el juez ordenará que se le requiera al efecto, librando el mandamiento respectivo y 
ordenando, en su caso, el embargo de bienes que garanticen la suma adeudada, con designación de 
depositario que no está obligado a prestar fianza. Si dentro del tercero día de practicado el embargo 
el deudor no solventare su obligación por el valor de la deuda, se sacarán a remate los bienes 
embargados, debiendo éste tener verificativo en un plazo que no excederá de diez días, sin necesidad 
de que se hagan previamente publicaciones.

Esta regulación se considera adecuada, por lo cual no requiere de otras modificaciones. 

Publicidad de las sanciones

Se considera importante que las sanciones por violencia en el mundo del trabajo se hagan públicas, 
por lo cual se considera que el Registro de Sanciones que lleva actualmente la IGT debe hacerse 
público, permitiendo su consulta a través de una página web. 

PROPUESTA GLOBAL DE REFORMA DEL CÓDIGO DE TRABAJO

Articulo 61 
inciso c 

c.  Tratar a los trabajadores con dignidad y respeto, absteniéndose de realizar acciones 
u omisiones que constituyen violencia o acoso, físico, psicológico, económico o v 
violencia por razón de género o de sexo
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ARTICULO 
62 inciso i

i. queda prohibido de forma absoluta toda forma de violencia o acoso contra la persona trabajadora, incluyendo la 
violencia por razón de género o de sexo en el marco de una relación de trabajo, por parte de su patrono o empleador, 
sus representantes, directores u otros trabajadores, en el marco de una relación de trabajo. 

Para efectos del presente artículo, se entiende por violencia: 
Violencia Física: toda conducta en las que se utiliza la fuerza corporal directa o por medio de cualquier objeto, arma 
o sustancia con la que se causa daño, sufrimiento físico, lesiones o enfermedad a una persona trabajadora. También 
se considera violencia física las omisiones de atención médica o asistencia material a la persona trabajadora, ya 
sea que la situación sea causada por el patrono o se genere por cualquier otra causa en el lugar de trabajo o con 
ocasión del trabajo. 

Violencia Psicológica: Conductas dirigidas a  producir daño o sufrimiento, psicológico o emocional a la persona 
trabajadora, tales como las injurias o actos de humillación, deshonra, descrédito, coacción, la discriminación, el 
desprecio, el aislamiento social y las amenazas; así como,  como la intimidación, coacción, o  amenazas de violencia 
contra  las hijas, los hijos u otros familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad de la 
persona trabajadora;  en ambos casos, con el objeto de intimidarla, menoscabar su autoestima, controlarla o anular 
su personalidad. 

Violencia económica: Acciones u omisiones qué  buscan  ocasionar un menoscabo en los recursos económicos 
y/o en los bienes, objetos y/o instrumentos de trabajo, o repercuten en el uso, goce disponibilidad o accesibilidad 
de una persona trabajadora a cumplir sus obligaciones en la relación laboral; así como la restricción o limitación 
indebida de los derechos conferidos a la persona trabajadora por la legislación en materia de trabajo, incluyendo la 
inequidad salarial,  o cualquier otra forma de discriminación, por su participación sindical, la defensa de sus derechos 
o cualquier otra circunstancia. 

Violencia sexual; toda conducta física o psicológica o comentario con connotación sexual no consentido por la 
persona destinataria y cuya finalidad es vulnerar la libertad e indemnidad sexual de la persona trabajadora

Violencia de género: cualquier acción u omisión que pretende descalificar o humillar o discriminar a una persona 
trabajadora por su sexo, preferencia o identidad sexual, o cualquier circunstancia basada en estereotipos de género 
o contra personas trabajadoras LGTBIQ+.

Acoso laboral. El acoso laboral es una forma agravada de violencia en el ámbito laboral, que se configura cuando 
existe un patrón reiterado o sistemático de cualquiera de los actos de violencia física, psicológica, económica, sexual 
o de género, sea cometido contra una persona, grupo de trabajadores, sindicato  o contra un colectivo identificable.
La violencia y acoso laboral  se sancionará: 

c)	 Cuando es ejecutada directamente por el patrono, o sus representantes:
d)	 Cuando es instigada, tolerada o cuenta con el apoyo o aquiescencia del patrono o sus representantes

Se entiende que existe tolerancia o aquiescencia frente a los actos de violencia o acoso laboral, realizados 
por otros trabajadores o terceros, cuando el patrono o sus representantes teniendo conocimiento o, 
debiendo tener conocimiento de dichos actos, no adoptan las medidas a su alcance para prevenir la 
continuidad de la situación o sancionar a la persona responsable. 

El acto de violencia o acoso contra el trabajador puede darse en el lugar de trabajo. Para efectos del presente artículo 
se entiendo como lugar de trabajo los espacios públicos y privados cuando son un lugar de trabajo.

Esto incluye:
a)	 los lugares donde se paga al trabajador,
b)	  donde éste toma su descanso o
c)	  donde come, 
d)	 o en los que utiliza instalaciones sanitarias o de aseo y en los vestuarios;  
e)	 los desplazamientos, viajes, eventos o actividades sociales o de formación relacionados con el trabajo;  
f)	 en el marco de las comunicaciones que estén relacionadas con el trabajo, incluidas las realizadas por 

medio de tecnologías de la información y de la comunicación;
g)	  en el alojamiento proporcionado por el empleador, 
h)	 y en los trayectos entre el domicilio y el lugar de trabajo.

Para efectos de protección frente a la violencia y acosa laboral, se entenderá como persona trabajadora, conforme 
a las circunstancias del caso, a las personas que trabajan, cualquiera que sea su situación contractual, las personas 
en formación, incluidos los pasantes y los aprendices, los trabajadores despedidos, los voluntarios, las personas 
en busca de empleo y los postulantes a un empleo, y los individuos que ejercen la autoridad, las funciones o las 
responsabilidades de un empleador.
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A r t í c u l o 
269 bis

Adicionar un artículo 269 bis
La responsabilidad por faltas laborales es independiente y distinta de la responsabilidad 
penal. Será tramitado de forma autónoma y con independencia de la acción o 
procedimientos penales que se hubieran iniciado, tramitado o concluido de conformidad 
con las leyes penales. No podrá invocarse el principio non bis in ídem, como excepción, 
incidente o cuestión prejudicial. 
Para investigar sobre la responsabilidad por la comisión de una falta laboral, no será 
necesario el procesamiento penal ni resolución definitiva o previa de los jueces que 
conozcan el caso penal, ni otro requisito que no se encuentre señalado por el Código 
de Trabajo.
La decisión de sobreseimiento o la sentencia en proceso penal no causan cosa 
juzgada en el proceso por faltas laborales, ni suspende la acción, el procedimiento o la 
resolución definitiva en esta materia.

A r t í c u l o 
271 

a)	 …. La reincidencia obliga a la imposición de un incremento de un cincuenta por 
ciento (50%) en la multa incurrida. No hay reincidencia si ha transcurrido cinco  (5 
años) entre la fecha en que se hizo efectiva la multa impuesta y la fecha de comisión 
de la nueva falta

A r t í c u l o 
271 bis).  

Las actuaciones de inspección, prevención y verificación deberán realizarse dentro 
del plazo que se señale en cada caso concreto, sin que con carácter general puedan 
dilatarse más de treinta (30) días hábiles. En casos excepcionales y por única vez, 
el Inspector General de Trabajo o los Subinspectores Generales podrán autorizar 
la prolongación de las actuaciones de verificación hasta 30 días.  Esto son plazos 
máximos y no deben agotarse, sino en condiciones excepcionales, bajo la estricta 
responsabilidad del inspector. 

A r t í c u l o 
272 inciso 
c

Eliminar la palabra: “o trabajador”

A r t í c u l o 
272 inciso f 

5 a 20 salarios mínimos, tomando en consideración la gravedad de la violencia 
ejercida y las afectaciones causada en la persona del trabajador
Si las víctimas de la violencia fueran varias, el juzgador podrá aumentar la 
sanción hasta un máximo de 100 salarios mínimos, tomando en consideración 
si se trata de patrones sistemáticos y reiterados de violencia y en proporción 
al número de víctimas afectadas, el tiempo de duración de la violencia y las 
afectaciones causadas por estos actos a cada una de las víctimas y de 2 a 
5 salarios diarios vigentes, para el caso de trabajadores u organizaciones 
sindicales.
En el caso de que las víctimas sean mujeres, niños u otros grupos vulnerables, 
la sanción anterior se aumentará en una tercera parte

A r t í c u l o 
272 parte 
final 

La Inspección General de Trabajo administrará el Registro de Faltas de Trabajo 
y Previsión Social en el que constarán los nombres de las personas individuales 
o jurídicas que hayan sido sancionadas conforme el procedimiento respectivo y 
que hayan causado estado en sede administrativa o causada firmeza en sede 
judicial, así como su eliminación por el transcurso de 5 años de su imposición si 
no hubiere reincidencia, por el pago de la multa o el cumplimiento de la infracción 
que la motivó. Para acceder a la información de este Registro se deberá seguir 
el procedimiento establecido en la Ley de Acceso a la Información Pública, 
Decreto Número 57-2008 del Congreso de la República.
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281 Facultadas de los Inspectores
Adicionar el inciso “i”

Los jueces de paz de la jurisdicción donde se encuentren los centros de trabajo 
apoyarán las actividades de investigación del Inspector de trabajo, cuando 
éstos lo soliciten, emitiendo, si hubiere lugar a ello, las autorizaciones para 
las diligencias  de investigación y providencias de urgencia o cautelares que 
procedan conforme a la ley. Los jueces de paz resolverán inmediatamente y de 
manera motivada las solicitudes que les sean formuladas.

417 El plazo para interponer la acción judicial de ejecución prescribe en un año a partir de 
que la resolución haya causado estado en sede administrativa o causada firmeza en 
sede judicial

421 Suprimir el siguiente párrafo:
Si no se interpusiere apelación, se elevarán los autos en consulta a la Sala de 
Apelaciones de Trabajo y Previsión Social que corresponda, la que debe resolver en 
definitiva dentro del término de ocho días de recibidos los autos, sin ningún trámite 
previo y bajo la estricta responsabilidad de sus titulares.
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IV.	ANÁLISIS DE LA LEGISLACIÓN EN MA-
TERIA PENAL 
La violencia en el mundo del trabajo no ha sido directamente abordada para la legislación penal. A 
continuación, se hará el estudio de algunas disposiciones que contemplan los delitos por violencia en 
el trabajo, pero que principalmente son aplicables al ámbito del mundo del trabajo

A.	EL CÓDIGO PENAL
En el Código Penal no existen disposiciones que protejan directamente los derechos de los trabajadores 
frente a los actos de violencia en el mundo del trabajo.  Sin embargo, tres disposiciones pueden ser 
consideradas importantes a este respecto:

a)	 El delito de amenazas 
b)	 El delito de coacción
c)	 El delito de discriminación

En primer lugar, el delito de amenazas contemplado en el artículo 215 del Código Penal dispone: 
Quien amenazare a otro con causar al mismo o a sus parientes dentro de los grados de ley, en 
su persona, honra o propiedad, un mal que constituya o no delito, será sancionado con prisión 
de seis meses a tres años.

Esta disposición no contempla ningún agravante por ser realizada la amenaza en el marco de una 
relación de trabajo o por el ejercicio del derecho a la libertad sindical. En este punto se hace necesario, 
realizar una adición al artículo 215, para tipificar el delito de AMENAZAS para agravar la sanción, 
cuando las amenazas se hagan en el marco de una relación laboral o por el ejercicio del derecho a la 
libertad sindical o como represalia por defender, promover o reclamar derechos laborales. 

Por otra parte, el artículo 214 establece el delito de coacción.   Este se tipifica como:
 Quien, sin estar legítimamente autorizado, mediante procedimiento violento, intimidatorio o 
que en cualquier forma compela a otro, obligue a éste para que haga o deje de hacer lo que la 
ley no le prohíbe, efectúe o consienta lo que no quiere o que tolere que otra persona lo haga, 
sea justo o no, será sancionado con prisión de seis meses a dos años.

Se hace necesario igualmente, la incorporación de un delito de coacción contra los trabajadores, en 
donde se aumente las penas del delito de coacción.

En cuanto al delito de discriminación, contemplado en el artículo 202 bis, del CP, este consagra una 
forma de discriminación general, sin tomar en consideración que el acto se cometa en el mundo del 
trabajo, o por razón que la persona sea trabajadora.  Igualmente, en las circunstancias agravantes 
no se contempla el hecho que la discriminación haya sido efectuada por el hecho que la persona 
trabajadora haya pertenecido a un sindicato o intente ejercer o reclamar sus derechos laborales o 
sociales, como el derecho a la libertad de sindicalización. 

Sobre este punto, la Comisión de Libertad Sindical de la OIT observa con profunda preocupación la 
falta de avances concretos en la adecuación de la legislación al Convenio sobre Libertad Sindical, 
a pesar de las reiteradas peticiones de los distintos órganos de control de la OIT y del Consejo de 
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Administración en este sentido y de los serios impactos de las disposiciones legislativas cuestionadas 
sobre el ejercicio efectivo de la libertad sindical.

 A este respecto, la Comisión de la OIT destaca con preocupación la imposibilidad de crear sindicatos 
de industria y de la imposibilidad, en las pequeñas empresas que representan la casi totalidad de las 
compañías guatemaltecas, de afiliar a los 20 trabajadores requeridos por el artículo 216 del Código 
del Trabajo para la creación de cualquier sindicato, lo que  conllevaba a que la gran mayoría de los 
trabajadores del país no tuviera ningún acceso al derecho de afiliación sindical. Por ello, la Comisión 
instó al Gobierno a que adopte sin demora las medidas necesarias para poner la legislación nacional 
en conformidad con el Convenio. 

En ese marco, es necesario la adopción de medidas específicas para proteger a los trabajadores 
frente a los actos antisindicales, especialmente, la discriminación.  Sobre esta base, OIT recomienda 
la incorporación de un delito de discriminación laboral en los siguientes términos: 

Quien realiza una grave discriminación en el empleo, público o privado, contra alguna persona 
por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, o por ejercer su derecho a 
la libertad de sindicalización o defender, promover o reivindicar derechos laborales, debe ser 
castigado con las penas de prisión de cuatro a seis años y multa de cien a mil salarios mínimos 
para actividades no agrícolas.

Si el culpable fuera funcionario público se le debe imponer, además, la pena de inhabilitación 
especial de cargo u oficio público por el doble del tiempo que dure la pena de prisión, en otros 
supuestos se debe aplicar la inhabilitación de profesión, oficio, industria o comercio por el 
mismo período de tiempo.

Finalmente, en el CP no se ha incorporada la figura del acoso laboral, a diferencia de los países de 
nuestro entorno, como Honduras, que contempla el delito de acoso laboral vertical41. 
En este sentido se sugiere lo siguiente:

ACOSO LABORAL VERTICAL. Quien, en el ámbito de cualquier relación laboral y 
aprovechándose de una relación de superioridad, realiza contra otra persona de forma reiterada 
actos hostiles o despreciativos que, sin llegar a constituir individualmente trato degradante, 
provocan a la víctima una situación objetiva y gravemente humillante en el correspondiente 
ámbito de relación, debe ser castigado con las penas de   tres a cinco  años de prisión  e 
inhabilitación especial por el doble del tiempo que dure la pena de prisión.

Sobre esta base, se debe contemplar en consecuencia las siguientes adiciones al CP_

Artículo 214 Bis Código Penal
DELITO DE COACCION A LA LIBERTAD 
DE LOS TRABAJADORES

Quien, fuera de los casos previstos en las leyes 
de trabajo y previsión, por medio de violencias 
o amenazas impidiere o coartare el ejercicio 
de cualquier derecho económico o social de un 
trabajador, será sancionado con prisión de seis tres 
a seis años.

41	  Artículo 294 del Código Penal de Honduras Decreto 130-2017 y sus reformas.
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DELTO DE AMENAZAS A LA LIBERTAD 
DE LOS TRABAJADORES
215 bis

Quien, en el ámbito de cualquier relación laboral 
amenazare a otro con causar al mismo o a sus 
parientes dentro de los grados de ley, en su persona, 
honra o propiedad, un mal  o la privación indebida 
de un derecho, será sancionado con prisión  tres 
años a seis años

Delito de Discriminación laboral 
(artículo 202 Quinquies)

Quien realiza una grave discriminación en el 
empleo, público o privado, contra alguna persona 
por ostentar la representación legal o sindical de los 
trabajadores, o por ejercer su derecho a la libertad 
de sindicalización o defender, promover o reivindicar 
derechos laborales, debe ser castigado con las 
penas de prisión de  cuatro  a seis años y multa 
de cien a mil salarios mínimos para actividades no 
agrícolas
Si el culpable fuera funcionario público se le debe 
imponer, además, la pena de inhabilitación especial 
de cargo u oficio público por el doble del tiempo que 
dure la pena de prisión, en otros supuestos se debe 
aplicar la inhabilitación de profesión, oficio, industria 
o comercio por el mismo período de tiempo.

DELITO DE ACOSO LABORAL 
202 sexties 

ACOSO LABORAL VERTICAL. Quien, en el ámbito 
de cualquier relación laboral y aprovechándose duna 
relación de superioridad, realiza contra otra persona 
de forma reiterada actos hostiles o despreciativos 
que, sin llegar a constituir individualmente 
trato degradante, provocan a la víctima una 
situación objetiva y gravemente humillante en 
el correspondiente ámbito de relación, debe ser 
castigado con las penas de  tres a cinco  años de 
prisión  e inhabilitación especial por el doble del 
tiempo que dure la pena de prisión.

B.	LEY CONTRA EL FEMICIDIO Y OTRAS FORMAS DE VIOLENCIA CONTRA LA 
MUJER

Esta ley contempla una de las regulaciones más innovadoras para la protección de la mujer.   Sin 
embargo, no ha sido aplicada en el marco de las relaciones laborales.  Esto puede obedecer a una 
interpretación restrictiva del ámbito de aplicación de la ley, por lo que las reformas deben ir orientadas 
directamente a hacer más explicita la protección en el marco de relaciones laborales.

En ese sentido, se considera apropiado hacer una ampliación del articulo 2, para hacer más explícito:
El ámbito público abarca todo ámbito comunitario, los espacios de trabajo, relaciones entre vecinos, 



52 Violencia y acoso laboral:
Propuesta de reforma legislativa

del deporte, los centros educativos, incluyendo el ciberespacio, los medios de transporte, los parques 
y espacios públicos de recreación, iglesias o centros religiosos o cualquier otro tipo de relación en 
donde la mujer realice cualquier interacción con otras personas en la sociedad. 42

Otra grave limitante, es la interpretación del artículo 8, que contempla la violencia económica. Aun 
cuando este articulo contempla la restricción de derechos laborales, es necesario crear un espacio 
para la incorporación del delito de acoso sexual:

 El patrono o representante del patrono que solicita de cualquier modo, un acto o favor 
sexual a una persona trabajadora a su cargo, o  que solicita acceder a un empleo,  debe 
ser castigado con las penas de prisión de cuatro a 6  años, e inhabilitación absoluta por 
tiempo de cinco (5) a diez (10) años.
Las penas previstas en los párrafos anteriores se deben imponer sin perjuicio de las que 
correspondan por los delitos contra la libertad sexual efectivamente cometidos.

42	  Comité CEDAW, Recomendación General No. 35: Violencia por razón de género contra la mujer por la que se actualiza la Recomendación General 
No. 19, CEDAW/C/GC/35, 26 de julio de 2017, párrs. 10 y 32. Disponible en: https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.
aspx?symbolno=CEDAW/C/ GC/35&Lang=en 164 Comité CEDAW,
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